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En el punto de mira 
KPMG Abogados S.L.P.

La celebración de diversas elecciones 
autonómicas en la primera parte del año, así como 
las elecciones al Parlamento europeo, junto al 
complejo arco parlamentario, han llevado a una 
menor actividad legislativa estatal de la que 
inicialmente cabría esperar, cediendo el 
protagonismo en este periodo a la doctrina 
administrativa y jurisprudencia de diversa índole, 
donde hemos conocido pronunciamientos muy 
relevantes.

Comenzando por los pronunciamientos judiciales 
en el ámbito fiscal destaca, por su relevancia, la 
Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (TJUE) que ha concluido que el Impuesto 
especial sobre Hidrocarburos, vigente en los 
periodos 2013 a 2018, resulta incompatible con la 
normativa comunitaria al prever diferencias 
regionales dentro de un mismo Estado no 
permitidas desde el punto de vista comunitario. 
Tales diferencias regionales se producían al 
coexistir en aquellos periodos un tramo estatal 
junto con un tramo autonómico que difería de una 
comunidad a otra. 

En el ámbito nacional, hemos conocido también 
Sentencias y Autos de gran interés en esta 
materia. Así, continuando con devoluciones 
tributarias de relevancia, el Tribunal Supremo ha 
concluido en una Sentencia muy reciente que para 
resarcir a los contribuyentes de la 
inconstitucionalidad del “pago mínimo” recogido 
en el RD-ley 2/2016 el principio de restitutio in 
integrum exige el reconocimiento de intereses 
desde que se realizó el pago indebido hasta la 
fecha en que se pagó o se obtuvo la devolución 
con la autoliquidación final. Pero ese efecto 
financiero que se convierte en el “ingreso 
indebido” exige además que se reconozcan 
intereses hasta la fecha en que el ingreso indebido 
fue efectivamente devuelto al contribuyente. 

Esta sentencia resulta de inmediata relevancia 
para los asuntos que derivan de la 
inconstitucionalidad del RD-ley 2/2016, sin 
perjuicio de que su filosofía se pueda extrapolar a 
otros asuntos en los que se haya producido una 
ventaja financiera indebida para la Administración 
y un correlativo perjuicio para el administrado, que 
se vea compensado no cuando se produce sino 
tras un largo lapso temporal. 

Destacamos por otra parte un Auto del TS por el 
que el Tribunal admite a trámite un recurso de 
casación en el que se determinará si es o no 
compatible con el Derecho de la UE la limitación 
que recoge la LIS a la aplicación del Régimen de 
reestructuraciones sobre escisiones totales no 
proporcionales, donde los patrimonios adquiridos 
por las sociedades beneficiarias no constituyen 
ramas de actividad. Procede tener en cuenta que 
hace unos días conocimos un paquete de 
denuncias de la Comisión en las que 
precisamente se reprocha a España la vulneración 
que podría producir esta regulación, al apartarse 
de la Directiva de fusiones. Sin duda, no se trata 
de una cuestión baladí por cuanto que al exigir un 
requisito que la Directiva no impone deja a las 
compañías españolas en desventaja frente a 
entidades que realizan una reestructuración de 
este tipo en otro Estado miembro.

En el ámbito de IVA, entre otras cuestiones, el TS 
dirimirá una nueva cuestión casacional sobre la 
deducibilidad del impuesto en sede de entidades 
holding, habida cuenta que el TS considera que 
las numerosas sentencias recaídas sobre este tipo 
de entidades no aclaran algunas cuestiones. 

Y desde la fiscalidad personal, incluimos en este 
número un Fallo del TS no exento de polémica al 
fijar como doctrina legal que las pérdidas 
patrimoniales que se puedan producir por la 
transmisión lucrativa inter vivos no computarán en 
la base imponible del IRPF del transmitente,
aunque en unidad de acto se computen ganancias 
patrimoniales también declaradas, derivadas de 
ese mismo tipo de transmisiones. 

En otros órdenes, hemos conocido interesantes 
pronunciamientos, como los recaídos en materia 
laboral y sobre el uso de medios y equipos 
informáticos por el personal de una compañía, así 
como de índole concursal. A  nivel comunitario, el 
TJUE ha venido a aclarar en una Sentencia 
relevante, cuál es el plazo de prescripción para 
solicitar la restitución de los gastos asociados a la 
constitución de una hipoteca. 

Por último, entre la doctrina administrativa 
destacamos diversos pronunciamientos del ámbito 
tributario y mercantil, que esperamos resulten de 
interés.
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Ámbito Fiscal
REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2024/1071 de la Comisión, de 
12 de abril de 2024 (DOUE 15/04/2024), por el que se modifica el 
Reglamento de Ejecución (UE) 2015/2447 en lo que respecta a las 
decisiones relativas a las informaciones vinculantes en materia de valoración 
en aduana y se introduce un sistema electrónico para las informaciones 
vinculantes en materia de origen y de valoración.

REGLAMENTO DELEGADO (UE) 2024/1072 de la Comisión, de 
25 de enero de 2024 (DOUE 15/04/2024), por el que se modifica el 
Reglamento Delegado (UE) 2015/2446 en lo que respecta a las decisiones 
relativas a las informaciones vinculantes en materia de valoración en aduana 
y a las decisiones relativas a las informaciones vinculantes en materia de 
origen.

REGLAMENTO DELEGADO (UE) 2024/1239 de la Comisión, de 
22 de febrero de 2024 (DOUE 29/04/2024), que modifica el Reglamento 
(UE) 2018/196 del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se 
establecen derechos de aduana adicionales sobre las importaciones de 
determinados productos originarios de los Estados Unidos de América.

DICTAMEN del Comité Económico y Social Europeo (DOUE 23/04/2024), 
sobre «Fiscalidad de los teletrabajadores transfronterizos en todo el mundo e 
impacto en la UE» (Dictamen de iniciativa).

AVISO A LOS OPERADORES ECONÓMICOS (DOUE 17/04/2024) —
Nueva ronda de solicitudes de suspensión de los derechos autónomos del 
arancel aduanero común sobre algunos productos industriales y agrícolas.

ORDEN HAC/348/2024, de 17 de abril (BOE 19/04/2024), por la que se 
modifican para el período impositivo 2023 los índices de rendimiento neto y 
la reducción general aplicables en el método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas para las actividades 
agrícolas y ganaderas afectadas por diversas circunstancias excepcionales.

La Orden establece las siguientes reducciones aplicables en la declaración 
de IRPF 2023 cuyo plazo de presentación comprende entre los días 3 de 
abril y 1 de julio de 2024, ambos inclusive:

Reglamentos de Ejecución de 
la UE

Reglamentos Delegados de la 
UE

Dictámenes de la UE

Otros UE

Órdenes Ministeriales

Novedades legislativas

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401071
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401071
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401072
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401072
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401239
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401239
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402479
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402794
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/19/pdfs/BOE-A-2024-7804.pdf
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Ámbito fiscal (cont.)
- Reducción de los índices de rendimiento neto aplicables en 2023 por 

las actividades agrícolas y ganaderas afectadas por circunstancias 
excepcionales las cuales se localizan en determinadas zonas 
geográficas: Éstas se engloban en un anexo, en el que se agrupan 
las reducciones por Comunidades Autónomas, Provincias, ámbitos 
territoriales y actividades.

- Reducción general sobre el rendimiento neto de módulos: Con objeto 
de tener en cuenta los efectos de la sequía en la caída de los 
rendimientos de las producciones, esta reducción, establecida con 
carácter general, en 2023, en el 10 por ciento, se eleva al 15 por 
ciento para las actividades agrícolas, ganaderas y forestales que 
determinen el rendimiento neto por el método de estimación objetiva.

RESOLUCIÓN de 12 de abril de 2024 (BOE 13/04/2024), de la Secretaría 
General del Tesoro y Financiación Internacional, por la que se publica el tipo 
de interés efectivo anual para el segundo trimestre natural del año 2024, a 
efectos de calificar tributariamente a determinados activos financieros.

Órdenes Ministeriales

Resoluciones

https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/13/pdfs/BOE-A-2024-7287.pdf
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Ámbito legal
DIRECTIVA (UE) 2024/1233 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
24 de abril de 2024 (DOUE 30/04/2024), por la que se establece un 
procedimiento único de solicitud de un permiso único que autoriza a los 
nacionales de terceros países a residir y trabajar en el territorio de un Estado 
miembro y por la que se establece un conjunto común de derechos para los 
trabajadores de terceros países que residen legalmente en un Estado 
miembro, (refundición).

CORRECCIÓN DE ERRATAS DE LA ORDEN PJC/281/2024, de 27 de 
marzo (BOE 03/04/2024), por la que se modifica la Orden PJC/51/2024, de 
29 de enero, por la que se desarrollan las normas legales de cotización a la 
Seguridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de 
Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 2024.

REGLAMENTO (UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de abril de 2024 (DOUE 29/04/2024), sobre la recogida y el 
intercambio de datos relativos a los servicios de alquiler de alojamientos de 
corta duración y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1724.

DICTAMEN del Comité Económico y Social Europeo (DOUE 23/04/2024), 
sobre la resolución alternativa de litigios: a) Propuesta de Reglamento del 
Parlamento Europeo y del Consejo por el que se deroga el Reglamento (UE) 
n.° 524/2013 y se modifican los Reglamentos (UE) 2017/2394 y (UE) 
2018/1724 en lo que respecta a la desaparición de la plataforma europea de 
resolución de litigios en línea [COM(2023) 647 final — 2023/375 (COD)]; b) 
Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se 
modifica la Directiva 2013/11/UE, relativa a la resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo, así como las Directivas (UE) 2015/2302, (UE) 
2019/2161 y (UE) 2020/1828 [COM(2023) 649 final — 2023/376 (COD)].

DIRECTIVA (UE) 2024/1069 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de abril de 2024 (DOUE 16/04/2024), relativa a la protección de las 
personas que se implican en la participación pública frente a pretensiones 
manifiestamente infundadas o acciones judiciales abusivas («demandas 
estratégicas contra la participación pública»)

CORRECCIÓN DE ERRORES DEL REGLAMENTO (UE) 2024/886 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de marzo de 2024 (DOUE 
25/04/2024), por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.° 260/2012 y 
(UE) 2021/1230 y las Directivas 98/26/CE y (UE) 2015/2366 en lo que 
respecta a las transferencias inmediatas en euros, (DO L, 2024/886, 
19.3.2024).

REGLAMENTO (UE) 2024/1264 del Consejo, de 29 de abril de 2024
(DOUE 30/04/2024), por el que se modifica el Reglamento (CE) n.° 1467/97, 
relativo a la aceleración y clarificación del procedimiento de déficit excesivo.

Laboral y Seguridad Social
Directivas de la UE

Órdenes Ministeriales

Civil 
Reglamentos de la UE

Dictámenes de la UE

Procesal 
Directivas de la UE

Banca, Seguros y Mercado 
de Valores
Reglamentos de la UE

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401233
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401233
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/03/pdfs/BOE-A-2024-6627.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/03/pdfs/BOE-A-2024-6627.pdf
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401028
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401028
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402482
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401069
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401069
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490265
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490265
http://data.europa.eu/eli/reg/2024/886/oj
http://data.europa.eu/eli/reg/2024/886/oj
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401264
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Ámbito legal (cont.)
REGLAMENTO DELEGADO (UE) 2024/856 de la Comisión, de 
1 de diciembre de 2023 (DOUE 24/04/2024), por el que se completa la 
Directiva 2013/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que 
respecta a las normas técnicas de regulación que especifican los escenarios 
de perturbación a efectos de supervisión, las hipótesis de modelización y 
paramétricas comunes y lo que constituye una disminución significativa.

REGLAMENTO DELEGADO (UE) 2024/857 de la Comisión, de 
1 de diciembre de 2023 (DOUE 24/04/2024), por el que se completa la 
Directiva 2013/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que 
respecta a las normas técnicas de regulación que especifican una 
metodología normalizada y una metodología normalizada simplificada para 
evaluar los riesgos derivados de posibles variaciones de los tipos de interés 
que incidan tanto en el valor económico del patrimonio neto como en los 
ingresos netos por intereses procedentes de las actividades de la cartera de 
inversión de una entidad.

REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2024/855 de la Comisión, de 
15 de marzo de 2024 (DOUE 24/04/2024), por el que se modifican las 
normas técnicas de ejecución establecidas en el Reglamento de Ejecución 
(UE) 2021/451 en lo que respecta a las normas relativas a la comunicación 
de información con fines de supervisión sobre el riesgo de tipo de interés en 
la cartera bancaria.

DIRECTIVA (UE) 2024/1174 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de abril de 2024 (DOUE 22/04/20224), por la que se modifican la 
Directiva 2014/59/UE y el Reglamento (UE) n.° 806/2014 en lo que respecta 
a determinados aspectos del requisito mínimo de fondos propios y pasivos 
admisibles.

DECISIÓN (UE) 2024/1166 del Banco Central Europeo, de 8 de febrero 
de 2024 (DOUE 26/04/2024), por la que se modifica la Decisión 
(UE) 2020/440 sobre un programa temporal de compras de emergencia en 
caso de pandemia, (BCE/2020/17) (BCE/20247).

DICTAMEN del Comité Económico y Social Europeo (DOUE 23/04/2024), 
sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo 
por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.° 1092/2010, (UE) n.°
1093/2010, (UE) n.° 1094/2010, (UE) n.° 1095/2010 y (UE) 2021/523 en lo 
que respecta a determinados requisitos de información en los ámbitos de los 
servicios financieros y del apoyo a la inversión [COM(2023) 593 final —
2023/0363 (COD)], y sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento 
Europeo y del Consejo por el que se modifica el Reglamento (UE) 2016/1011 
en lo que respecta al ámbito de aplicación de las normas aplicables a los 
índices de referencia, la utilización en la Unión de índices de referencia 
elaborados por un administrador radicado en un tercer país y determinados 
requisitos de información [COM(2023) 660 final — 2023/0379 (COD)].

COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN (DOUE 26/04/2024) — Directrices de 
la Comisión para los prestadores de plataformas en línea de muy gran 
tamaño y de motores de búsqueda en línea de muy gran tamaño para la 
reducción de los riesgos sistémicos en los procesos electorales de 
conformidad con el artículo 35, apartado 3, del Reglamento (UE) 2022/2065.

Reglamentos Delegados de la 
UE

Reglamentos de Ejecución de 
la UE

Directivas de la UE

Decisiones de la UE

Dictámenes de la UE

Comunicaciones de la UE

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400856
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400856
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400857
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400857
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400855
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400855
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401174
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401174
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401166
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401166
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402485
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202403014
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Ámbito legal (cont.)
ORIENTACIÓN (UE) 2024/1163 del Banco Central Europeo, de 
8 de febrero de 2024 (DOUE 26/04/2024), por la que se modifica la 
Orientación (UE) 2015/510 sobre la aplicación del marco de la política 
monetaria del Eurosistema (BCE/2014/60) (BCE/2024/4).

ORIENTACIÓN (UE) 2024/1164 del Banco central Europeo, de 
8 de febrero de 2024 (DOUE 26/04/2024), por la que se modifica la 
Orientación (UE) 2016/65 sobre los recortes de valoración que se utilizan en 
la aplicación del marco de la política monetaria del 
Eurosistema (BCE/2015/35) (BCE/2024/5).

ORIENTACIÓN (UE) 2024/1165 del Banco Central Europeo, de 
8 de febrero de 2024 (DOUE 26/04/2024), por la que se modifica la 
Orientación BCE/2014/31 sobre medidas temporales adicionales relativas a 
las operaciones de financiación del Eurosistema y la admisibilidad de los 
activos de garantía (BCE/2024/6).

SISTEMAS DE IDENTIFICACIÓN ELECTRÓNICA NOTIFICADOS (DOUE 
22/04/2024), con arreglo al artículo 9, apartado 1, del Reglamento (UE) 
n.º 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la 
identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones 
electrónicas en el mercado interior.

ACUERDO de 22 de marzo de 2024 (BOE 01/04/2024), de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, sobre delegación de competencias.

RESOLUCIÓN de 31 de marzo de 2024 (BOE 12/04/2024), del Banco de 
España, por la que se publica la relación de participantes en TARGET-Banco 
de España.

RESOLUCIÓN de 10 de abril de 2024 (BOE 17/04/2024), de la Dirección 
General de Vivienda y Suelo, por la que se publica el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 26 de marzo de 2024, por el que se revisan y modifican los 
tipos de interés efectivos anuales vigentes para los préstamos cualificados o 
convenidos concedidos en el marco del Programa 1997 del Plan de Vivienda 
1996-1999, Plan de Vivienda 1998-2001, Plan de Vivienda 2002-2005 y Plan 
de Vivienda 2005-2008.

RESOLUCIÓN de 19 de abril de 2024 (BOE 27/04/2024), de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se publica la 
actualización prevista en los artículos 152.4 y 157.4 del Real Decreto-ley 
3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el 
ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 
privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios 
fiscales.

En el marco de los requisitos que deben cumplir los operadores de banca-
seguros y corredores de seguros, residentes o domiciliados en España,
para figurar inscritos en el Registro administrativo de distribuidores de 
seguros y reaseguros, mediante esta Resolución, se publica la 
actualización de las cuantías por siniestros, previstas en los arts. 152.4 y 
157.4 del RD-ley 3/2020, del modo siguiente:

Orientaciones de la UE

Otros UE

Acuerdos

Resoluciones

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401163
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401163
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401164
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401164
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401165
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401165
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402836
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/01/pdfs/BOE-A-2024-6547.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/12/pdfs/BOE-A-2024-7252.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/17/pdfs/BOE-A-2024-7593.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/27/pdfs/BOE-A-2024-8516.pdf
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Ámbito legal (cont.)
· Respecto a los operadores de banca-seguros, dentro del requisito 

referido a acreditar que todas y cada una de las entidades 
aseguradoras con las que vaya a celebrar un contrato de agencia de 
seguros asumen la responsabilidad civil profesional derivada de 
su actuación como operador de banca-seguros, o que dicho 
operador dispone de un seguro de responsabilidad civil profesional o 
cualquier otra garantía financiera que cubra en todo el territorio de la 
Unión Europea las responsabilidades que pudieran surgir por 
negligencia profesional, de al menos 1.564.610 euros por 
siniestro y, en suma, 2.315.610 euros para todos los siniestros 
correspondientes a un determinado año, respecto a la actividad 
sobre la que no hubiera obtenido cobertura en virtud del contrato de 
agencia suscrito.

· En cuanto a los corredores de seguros, dentro de los requisitos 
referidos a:

- Disponer de una capacidad financiera que deberá en todo 
momento alcanzar el 4% del total de las primas anuales 
percibidas, sin que pueda ser inferior a 23.480 euros, salvo 
que contractualmente se haya pactado de forma expresa con 
las entidades aseguradoras que los importes abonados por 
los clientes se realizarán directamente en cuentas de pago de 
titularidad de aquellas, o que, en su caso, el corredor de 
seguros ofrezca al tomador una cobertura inmediata, siempre 
y cuando la entidad aseguradora haya autorizado al corredor 
a recibir en nombre y por cuenta de esta las primas 
satisfechas por los tomadores, entregando el recibo de prima 
emitido por la entidad aseguradora, y, en uno y otro caso, que 
las cantidades abonadas en concepto de indemnizaciones se 
entregarán directamente por las entidades aseguradoras a los 
tomadores de seguros, asegurados o beneficiarios.

- Contratar un seguro de responsabilidad civil profesional o 
cualquier otra garantía financiera que cubra en todo el 
territorio de la Unión Europea las responsabilidades que 
pudieran surgir por negligencia profesional, con una cuantía 
de, al menos 1.564.610 euros por siniestro y, en suma, 
2.315.610 euros para todos los siniestros correspondientes 
a un determinado año.

CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA APLICACIÓN PROVISIONAL DEL 
CANJE DE NOTAS (BOE 06/04/2024), por el que se modifica el Canje de 
Notas constitutivo de Acuerdo entre el Reino de España y el Reino de 
Marruecos sobre el reconocimiento recíproco y el canje de los permisos de 
conducción nacionales, hecho en Madrid el 29 de febrero y 6 de marzo de 
2024.

INSTRUMENTO de ratificación del Protocolo de Luxemburgo (BOE 
10/04/2024), sobre cuestiones específicas de los elementos de material 
rodante ferroviario, del Convenio relativo a garantías internacionales sobre 
elementos de equipo móvil, hecho en Luxemburgo el 23 de febrero de 2007.

Resoluciones

Administrativo
Acuerdos Internacionales

Tratados e Instrumentos 
Internacionales 

https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/06/pdfs/BOE-A-2024-6797.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/06/pdfs/BOE-A-2024-6797.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/10/pdfs/BOE-A-2024-7033.pdf
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Ámbito legal (cont.)
REGLAMENTO (UE) 2024/982 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 13 de marzo de 2024 (DOUE 05/04/2024), relativo a la búsqueda y al 
intercambio automatizados de datos para la cooperación policial, y por el 
que se modifican las Decisiones 2008/615/JAI y 2008/616/JAI del Consejo y 
los Reglamentos (UE) 2018/1726, (UE) 2019/817 y (UE) 2019/818 del 
Parlamento Europeo y del Consejo (Reglamento Prüm II).

REGLAMENTO (UE) 2024/1083 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de abril de 2024 (DOUE 17/04/2024), por el que se establece un 
marco común para los servicios de medios de comunicación en el mercado 
interior y se modifica la Directiva 2010/13/UE (Reglamento Europeo sobre la 
Libertad de los Medios de Comunicación). 

REGLAMENTO (UE) 2024/1106 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de abril de 2024 (DOUE 17/04/2024), por el que se modifican los 
Reglamentos (UE) n.° 1227/2011 y (UE) 2019/942 en lo que respecta a la 
mejora de la protección de la Unión contra la manipulación del mercado en 
el mercado mayorista de la energía.

CORRECCIÓN DE ERRORES DEL REGLAMENTO (UE) 2023/1542 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 2023 (DOUE 
17/04/2024), relativo a las pilas y baterías y sus residuos y por el que se 
modifican la Directiva 2008/98/CE y el Reglamento (UE) 2019/1020 y se 
deroga la Directiva 2006/66/CE, (DO L 191 de 28.7.2023).

REGLAMENTO (UE) 2024/1157 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de abril de 2024 (DOUE 30/04/2024), relativo a los traslados de 
residuos, por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.° 1257/2013 y 
(UE) 2020/1056, y se deroga el Reglamento (CE) n.° 1013/2006.

REGLAMENTO DELEGADO (UE) 2024/873 de la Comisión, de 
30 de enero de 2024 (DOUE 04/04/2024), por el que se modifica el 
Reglamento Delegado (UE) 2019/331 en lo que respecta a las normas 
transitorias de la Unión para la armonización de la asignación gratuita de 
derechos de emisión.

REGLAMENTO DELEGADO (UE) 2024/1127 de la Comisión, de 
8 de febrero de 2024 (DOUE 16/04/2024), por el que se completa el 
Reglamento (UE) 2019/1242 del Parlamento Europeo y del Consejo 
mediante el establecimiento de los principios rectores y los criterios para 
definir los procedimientos de verificación de los valores de las emisiones de 
CO2 y del consumo de combustible de los vehículos pesados en circulación 
(verificación en circulación).

CORRECCIÓN DE ERRORES DEL REGLAMENTO DELEGADO 
(UE) 2024/873 de la Comisión, de 30 de enero de 2024 (DOUE 
17/04/2024), por el que se modifica el Reglamento Delegado (UE) 2019/331 
en lo que respecta a las normas transitorias de la Unión para la 
armonización de la asignación gratuita de derechos de emisión (DO L 873 
de 4.4.2024).

CORRECCIÓN DE ERRORES DEL REGLAMENTO DELEGADO (UE) 
2023/2772 de la Comisión, de 31 de julio de 2023 (DOUE 19/04/2024), 
por el que se completa la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo en lo que respecta a las normas de presentación de información 
sobre sostenibilidad (DO L de 22.12.2023).

Reglamentos de la UE

Reglamentos Delegados de la 
UE

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400982
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400982
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401083
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401083
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401106
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401106
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490243
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490243
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=OJ:L:2023:191:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401157
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401157
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400873
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400873
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401127
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401127
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490242
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490242
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400873
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202400873
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490241
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202490241
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202302772
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Ámbito legal (cont.)
REGLAMENTO DE EJECUCIÓN (UE) 2024/1061 de la Comisión, de 
10 de abril de 2024 (BOE 11/04/2024), por el que se establecen 
disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) 2018/858 del Parlamento 
Europeo y del Consejo en lo que respecta al intercambio seguro de datos 
del certificado de conformidad en formato electrónico y al acceso de solo 
lectura al certificado de conformidad, y por el que se modifica el Reglamento 
de Ejecución (UE) 2021/133 de la Comisión.

DECISIÓN de la Comisión, de 31 de enero de 2024 (DOUE 05/04/2024), 
por la que se dan instrucciones al administrador central para que introduzca 
en el Diario de Transacciones de la Unión Europea los cambios en el cuadro 
nacional de asignación de Finlandia (C/2024/2213).

DECISIÓN (UE) 2024/1254 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 
de abril de 2024 (DOUE 30/04/2024), por la que se modifican las Directivas 
2009/12/CE, 2009/33/CE y (UE) 2022/1999 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, y la Directiva 96/67/CE del Consejo, en lo que respecta a 
determinadas obligaciones de presentación de información en los ámbitos 
del transporte por carretera y de la aviación. 

DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2024/1067 de la Comisión, de 
12 de abril de 2024 (DOUE 16/04/2024), por la que se establecen normas 
de desarrollo del Reglamento (UE) 2023/588 del Parlamento Europeo y del 
Consejo en lo que respecta al emplazamiento de los centros de control 
pertenecientes a la infraestructura terrena del Programa de Conectividad 
Segura de la Unión.

DECISIÓN DE EJECUCIÓN (UE) 2024/1113 de la Comisión, de 
18 de abril de 2024 (DOUE 22/04/2024), por la que se modifica la Decisión 
de Ejecución (UE) 2023/2895 en lo que respecta a la lista de islas y puertos 
a que se refiere el artículo 12, apartado 3 -quinquies, de la 
Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo.

CORRECCIÓN DE ERRORES DEL REAL DECRETO 323/2024, de 26 de 
marzo (BOE 18/04/2024), por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Cultura, y se modifica el Real Decreto 1009/2023, 
de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de 
los departamentos ministeriales.

CORRECCIÓN DE ERRORES DEL REAL DECRETO 202/2024, de 27 de 
febrero (BOE 21/04/2024), por el que se aprueba el Estatuto del Fondo 
Español de Garantía Agraria.

REAL DECRETO 409/2024, de 23 de abril (BOE 24/04/2024), por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Industria y 
Turismo.

REAL DECRETO 410/2024, de 23 de abril (BOE 24/04/2024), por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía, 
Comercio y Empresa.

ORDEN PJC/284/2024, de 1 de abril (02/04/2024), por la que se publica el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 19 de marzo de 2024, por el que se 
establecen obligaciones de servicio público al prestador del servicio postal 
universal en las elecciones que se convoquen durante 2024.

Reglamentos de Ejecución de 
la UE

Decisiones de la UE

Decisiones de Ejecución de la 
UE

Reales Decretos

Órdenes Ministeriales

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401061
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401061
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402213
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401254
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401254
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401067
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401067
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401113
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401113
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/18/pdfs/BOE-A-2024-7704.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/18/pdfs/BOE-A-2024-7704.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/20/pdfs/BOE-A-2024-7906.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/20/pdfs/BOE-A-2024-7906.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/24/pdfs/BOE-A-2024-8193.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/24/pdfs/BOE-A-2024-8194.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/02/pdfs/BOE-A-2024-6554.pdf
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Ámbito legal (cont.)
ORDEN TDF/294/2024, de 4 de abril (BOE 07/04/2024), por la que se 
modifica la Orden TDF/1461/2023, de 29 de diciembre, por la que se 
aprueban las bases reguladoras y se efectúa la convocatoria para la 
concesión de ayudas, en el ámbito de la digitalización, para la 
transformación digital de los sectores productivos estratégicos mediante la 
creación de demostradores y casos de uso de Espacios de Compartición de 
Datos, en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia-
Next Generation EU (Programa Espacios de Datos Sectoriales).

ORDEN HAC/296/2024, de 20 de marzo (BOE 08/04/2024), por la que se 
regula el procedimiento telemático de obtención, formulación, aprobación y 
rendición de las cuentas anuales de las entidades que integran el sistema de 
la Seguridad Social.

ORDEN CNU/311/2024, de 4 de abril (BOE 11/04/2024), por la que se crea 
y regula el Comité Antifraude del Ministerio de Ciencia, Innovación y 
Universidades en proyectos financiados con cargo al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia -Next Generation UE- en ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

ORDEN TED/345/2024, de 9 de abril (BOE 18/04/2024), por la que se 
regula el procedimiento y requisitos aplicables para la concesión de 
capacidad de acceso de evacuación a la red de transporte de energía 
eléctrica para módulos de generación de electricidad síncronos de 
procedencia renovable e instalaciones de almacenamiento síncrono en los 
nudos de transición justa Garoña 220 kV, Guardo 220 kV, Lada 400 kV, 
Mudéjar 400 kV y Robla 400 kV.

ORDEN TED/353/2024, de 11 de abril (BOE 23/04/2024), por la que se 
establecen los valores de la retribución a la operación correspondientes al 
segundo semestre natural del año 2023, aplicables a determinadas 
instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de 
energía renovables, cogeneración y residuos, y se aprueban nuevas 
instalaciones tipo y sus correspondientes parámetros retributivos.

ORDEN TMD/369/2024, de 24 de abril (BOE 26/04/2024), por la que se 
crean y regulan la Junta de Contratación y la Mesa de Contratación de los 
Servicios Centrales en el Ministerio de Política Territorial y Memoria 
Democrática y la Mesa de Contratación de los Servicios Periféricos 
integrados en las Delegaciones del Gobierno.

ORDEN TDF/379/2024, de 26 de abril (BOE 30/04/2024), para la regulación 
de especialidades de los procedimientos de provisión de puestos del 
personal directivo público profesional y las herramientas para su gestión en 
el marco de lo dispuesto en el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, 
por el que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de servicio público 
de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo.

ORDEN TMD/384/2024, de 27 de abril (BOE 30/04/2024), por la que se 
modifica la Orden TER/1204/2021, de 3 de noviembre, por la que se 
aprueban las bases reguladoras y se efectúa la convocatoria 
correspondiente a 2021, de subvenciones destinadas a la transformación 
digital y modernización de las Administraciones de las Entidades Locales, en 
el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

RESOLUCIÓN de 18 de marzo de 2024 (BOE 02/04/2024), de la 
Subsecretaría, por la que se aprueba la Carta de Servicios de la Agencia 
Estatal Boletín Oficial del Estado 2024-2027.

Órdenes Ministeriales

Resoluciones

https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/06/pdfs/BOE-A-2024-6860.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/08/pdfs/BOE-A-2024-6863.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/11/pdfs/BOE-A-2024-7125.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/18/pdfs/BOE-A-2024-7703.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/23/pdfs/BOE-A-2024-8067.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/26/pdfs/BOE-A-2024-8367.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/30/pdfs/BOE-A-2024-8609.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/30/pdfs/BOE-A-2024-8690.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/02/pdfs/BOE-A-2024-6601.pdf
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Ámbito legal (cont.)
RESOLUCIÓN de 4 de abril de 2024 (BOE 10/04/2024), de la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, por la que se determinan las 
reglas de actuación de los Registros de Bienes Muebles y se aprueban los 
datos de los formularios de acceso al Registro Internacional de garantías 
sobre material rodante ferroviario y al Registro Internacional de garantías 
sobre equipo aeronáutico.

Mediante esta Resolución se aprueban las reglas para que las garantías 
internacionales, sobre equipos aeronáuticos y sobre material ferroviario,
sean vinculantes en España. Para ello, se deberá obtener el 
correspondiente código de autorización del Punto de acceso español al 
registro internacional de garantías sobre los citados equipos y materiales. 

Asimismo, estas reglas determinarán las normas de actuación de los 
Registros de Bienes Muebles, para dar cumplimiento a los Protocolos del 
Convenio de Ciudad del Cabo de 2001, de garantías internacionales sobre 
elementos de equipo móvil -Protocolos sobre cuestiones específicas de (i) 
los elementos de equipo aeronáutico, y de (ii) los elementos de material 
rodante ferroviario-, así como los respectivos instrumentos de adhesión del 
Reino de España a ambos protocolos, ya que en estos últimos, se declaró 
que el Registro de Bienes Muebles sea el punto de acceso autorizante 
para transmitir al correspondiente Registro internacional la información 
necesaria para la inscripción de las garantías internacionales, así como 
los avisos de garantías nacionales.

Respecto a la solicitud de las citadas garantías internacionales, la 
Resolución establece lo siguiente:

· las relativas a los equipos aeronáuticos se solicitarán en el Registro 
de Bienes Muebles provincial de Madrid y se harán constar en la 
sección de aeronaves; y

· las correspondientes al material ferroviario se solicitarán en el 
Registro de Bienes Muebles provincial correspondiente al domicilio 
del adquirente o arrendatario del material ferroviario financiado o 
arrendado que se considerará a los efectos del Protocolo como 
deudor, y se harán constar en la sección de Automóviles y otros 
Vehículos de Motor.

La solicitud podrá presentarse, conforme al modelo establecido en el anexo 
de la Resolución correspondiente al tipo de bien, de forma presencial o de 
forma electrónica, a través de la sede electrónica del Colegio de 
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España.

RESOLUCIÓN de 3 de abril de 2024 (BOE 11/04/2024), de la Presidencia 
del FROB, sobre revocación de delegación de competencias.

RESOLUCIÓN de 9 de abril de 2024 (BOE 19/04/2024), de la Dirección 
General de Política Energética y Minas, por la que se fija el precio medio de 
la energía a aplicar en el cálculo de la retribución del servicio de gestión de 
la demanda de interrumpibilidad prestado por los consumidores de los 
sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares a los que resulta de 
aplicación la Orden ITC/2370/2007, de 26 de julio, durante el segundo 
trimestre de 2024.

RESOLUCIÓN de 22 de abril de 2024 (BOE 24/04/2024), de la Secretaría 
de Estado de Energía, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 16 de abril de 2024, por el que se modifican aspectos puntuales 
del Plan de desarrollo de la red de transporte de energía eléctrica 2021-
2026, aprobado por Acuerdo de Consejo de Ministros de 22 de marzo de 
2022, por el que se aprueba la Planificación de la Red de Transporte de 
Energía Eléctrica Horizonte 2026.

Resoluciones

https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/10/pdfs/BOE-A-2024-7095.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/11/pdfs/BOE-A-2024-7200.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/19/pdfs/BOE-A-2024-7887.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/24/pdfs/BOE-A-2024-8267.pdf
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Ámbito legal (cont.)
RESOLUCIÓN de 19 de abril de 2024 (BOE 30/04/2024), de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se establece el 
procedimiento de gestión de conexiones de plantas de generación de 
biometano con la red de transporte o distribución.

RESOLUCIÓN de 21 de marzo de 2024 (BOE 02/04/2024), de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se aprueban los 
umbrales para el cálculo de los incentivos a la retribución del operador del 
sistema eléctrico en el periodo regulatorio 2023-2025.

RESOLUCIÓN de 9 de abril de 2024 (BOE 12/04/2024), de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se corrigen errores 
en la de 6 de marzo de 2024, por la que se modifican procedimientos de 
operación eléctricos para la participación de la demanda y el 
almacenamiento en los servicios de no frecuencia y en la solución de 
restricciones técnicas e integración de la hibridación de tecnologías en el 
proceso de programación.

RESOLUCIÓN de 4 de abril de 2024 (BOE 16/04/2024), de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se determina el 
precio transitorio del alquiler de contadores inteligentes de gas natural de 
caudal inferior o igual a 6 m³/h para clientes conectados a redes de menos 
de 4 bar y consumo igual o inferior a 50.000 kWh/año.

RESOLUCIÓN de 4 de abril de 2024 (BOE 22/04/2024), de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se establece la 
retribución de las empresas titulares de instalaciones de transporte de 
energía eléctrica para el año 2021.

COMUNICACIÓN 1/2024, de 12 de marzo (BOE 01/04/2024), de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, sobre la supervisión 
de los cánones por utilización de las líneas ferroviarias integrantes de la red 
ferroviaria de interés general.

REGLAMENTO (UE) 2024/1183 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de abril de 2024 (DOUE 30/04/2024), por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.° 910/2014 en lo que respecta al establecimiento del 
marco europeo de identidad digital.

REAL DECRETO 364/2024, de 9 de abril (BOE 27/04/2024), por el que se 
crea la Comisión Interministerial para la incorporación de criterios de 
innovación en la contratación pública y se regula el Plan para la Innovación 
en la Contratación Pública.

RESOLUCIÓN de 11 de abril de 2024 (BOE 25/04/2024), del Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se publica la actualización de 
las Normas Técnicas de Auditoría, resultado de la adaptación de las Normas 
Internacionales de Auditoría para su aplicación en España (NIA-ES), las 
Normas de Control de Calidad Interno, resultado de la adaptación de las 
Normas Internacionales de Gestión de Calidad 1 y 2 para su aplicación en 
España (NIGC 1-ES y NIGC 2-ES) y el Glosario de Términos, resultado de la 
adaptación del publicado junto con estas Normas Internacionales para su 
aplicación en España.

Resoluciones

Defensa de la Competencia
Resoluciones

Comunicaciones

Derecho Digital e Innovación
Reglamentos de la UE 

Reales Decretos 

Auditoría de Cuentas
Resoluciones

https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/30/pdfs/BOE-A-2024-8702.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/02/pdfs/BOE-A-2024-6626.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/12/pdfs/BOE-A-2024-7254.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/16/pdfs/BOE-A-2024-7589.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/22/pdfs/BOE-A-2024-8066.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/01/pdfs/BOE-A-2024-6548.pdf
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401183
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401183
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/27/pdfs/BOE-A-2024-8477.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/25/pdfs/BOE-A-2024-8358.pdf
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Ámbito legal (cont.)
DIRECTIVA (UE) 2024/1226 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
24 de abril de 2024 (DOUE 29/04/2024), relativa a la definición de los 
delitos y las sanciones por la vulneración de las medidas restrictivas de la 
Unión, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2018/1673.

DIRECTIVA (UE) 2024/1203 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de abril de 2024 (DOUE 30/04/2024), relativa a la protección del medio 
ambiente mediante el Derecho penal y por la que se sustituyen las 
Directivas 2008/99/CE y 2009/123/CE.

DECISIÓN (UE) 2024/1102 del Consejo, de 25 de marzo de 2024 (DOUE 
12/04/2024), relativa a la posición que debe adoptarse en nombre de la 
Unión Europea en el Comité Especializado en Energía UE-Reino Unido 
creado por el Acuerdo de Comercio y Cooperación entre la Unión Europea y 
la Comunidad Europea de la Energía Atómica, por una parte, y el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, por otra, con respecto a la 
adopción de orientaciones sobre los mecanismos de trabajo y los acuerdos 
administrativos.

DIRECTIVA (UE) 2024/1265 del Consejo, de 29 de abril de 2024 (DOUE 
30/04/2024), por la que se modifica la Directiva 2011/85/UE sobre los 
requisitos aplicables a los marcos presupuestarios de los Estados 
miembros. 

REGLAMENTO (UE) 2024/1263 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 29 de abril de 2024 (DOUE 30/04/2024), relativo a la coordinación eficaz 
de las políticas económicas y a la supervisión presupuestaria multilateral y 
por el que se deroga el Reglamento (CE) n.° 1466/97 del Consejo.

DECISIÓN DEL COLEGIO DE LA FISCALÍA EUROPEA, de 7 de febrero 
de 2024 (DOUE 26/04/2024), por la que se modifica y se completa el 
Reglamento interno de la Fiscalía Europea.

DICTAMEN del Comité Económico y Social Europeo (DOUE 
23/04/2024), sobre la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, 
al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las 
Regiones sobre la digitalización de la coordinación de la seguridad social: 
facilitar la libre circulación en el mercado único [COM(2023) 501 final].

DICTAMEN del Comité Económico y Social Europeo (DOUE 
23/04/2024), sobre la Comunicación conjunta al Parlamento Europeo, al 
Consejo Europeo y al Consejo sobre la «Estrategia Europea de Seguridad 
Económica» [JOIN(2023) 20 final].

REAL DECRETO 363/2024, de 9 de abril (BOE 16/04/2024), por el que se 
convocan elecciones de diputados y diputadas al Parlamento Europeo.

Penal
Directivas de la UE

BREXIT
Decisiones de la UE

Otros
Directivas de la UE

Reglamentos de la UE

Decisiones de la UE

Dictámenes de la UE

Reales Decretos

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401226
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401226
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401203
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401203
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401102
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401265
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401263
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:L_202401263
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402971
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402971
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402486
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C_202402489
https://www.boe.es/boe/dias/2024/04/16/pdfs/BOE-A-2024-7479.pdf
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Jurisprudencia
Ámbito fiscal 

RÉGIMEN DE NEUTRALIDAD FISCAL 

El TS determinará si es conforme al Derecho de la UE la limitación en la 
aplicación del Régimen Especial a una escisión total no proporcional en 
la que los patrimonios adquiridos por las sociedades beneficiarias no 
constituyen ramas de actividad.

Auto del TS de 10/04/2024. Rec.706/2023

El TS en este auto admite a trámite un recurso de casación en el que se 
declara que presentan interés casacional objetivo para la formación de la 
jurisprudencia las siguientes cuestiones: 

- Determinar si en las escisiones totales y no proporcionales de 
sociedades es conforme con el Derecho de la UE que la aplicación del 
régimen de neutralidad fiscal (diferimiento de la ganancia patrimonial) 
régimen especial del Capítulo VIII del Título VII del TRLIS de 2004 se 
condicione a que los patrimonios adquiridos constituyan ramas de 
actividad diferenciadas, a falta de que la jurisprudencia comunitaria 
admita previsiones legislativas nacionales de inaplicación.

- Esclarecer si, ante la finalidad de la Directiva sobre fusiones (Directiva 
90/434/CEE del Consejo) de no obstaculizar las reorganizaciones de 
las empresas, la eventualidad de que las condiciones que la 
legislación española establece en el régimen fiscal de las escisiones 
pudieran ser contrarias a dicha Directiva, podría hacer exigible la 
intervención del TJUE mediante la formulación de cuestión prejudicial.

- Aclarar si la rectificación de datos realizada por el interesado en el 
curso de un procedimiento inspector obliga a que la Administración 
aporte prueba en contrario para desvirtuar la presunción de veracidad 
de los datos y elementos de hechos aportados.

Además, también se indica en la justificación de su interés casacional que 
presenta especial relevancia el hecho de que la Comisión Europea iniciase, 
en enero de 2019, el trámite para un procedimiento de infracción contra el 
Reino de España por no garantizar la correcta aplicación de la Directiva sobre 
fusiones en los relativo al régimen fiscal común aplicable a los Estados 
Miembros. El procedimiento de infracción se inició cuando la Comisión envió 
a España una carta de emplazamiento y, posteriormente, un dictamen 
motivado. 

En paralelo, la Comisión acaba de anunciar la infracción en la regulación de 
este régimen por la normativa española, que podría llevar a España ante el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Impuesto sobre Sociedades 
(IS)
Tribunal Supremo
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Ámbito fiscal (cont.)
DEDUCCIÓN IVA SOPORTADO 

El TS revisará la deducción del IVA soportado por entidades holding. 

Auto del TS de 18/04/2024. Rec.4660/2023 

El TS ha dictado recientemente un Auto en el que admite a casación dos 
cuestiones en relación con la deducción del IVA en entidades holding: 

• La primera, consiste en fijar jurisprudencia sobre si la transmisión 
intragrupo de participaciones realizada por una entidad holding mixta, 
debe incluirse en el sector diferenciado "actividad financiera".

• Y la segunda, versa sobre si una operación de transmisión intragrupo de 
participaciones sociales puede estar no sujeta al IVA en virtud del 
artículo 7. 1º de la Ley del IVA, en tanto implique transmitir 
indirectamente una unidad económica autónoma capaz de desarrollar 
una actividad empresarial o profesional por sus propios medios y, por 
ende, pueda resultar no computable en la prorrata de IVA.

Según se establece en el Auto de admisión, las numerosas sentencias del 
TS que examinan operaciones realizadas por sociedades holding mixtas en 
el IVA no resuelven de manera general esta cuestión concreta. 

GRUPOS DE IVA 

La AN analiza las consecuencias del incumplimiento o cumplimiento 
tardío de la obligación de comunicar los cambios en la composición de 
un grupo ya constituido a efectos de IVA. 

Sentencia de la AN de 21/02/2024. Rec.1366/2021

La normativa de IVA establece que durante el mes de diciembre de cada 
año natural la entidad dominante de un grupo de IVA debe comunicar a la 
Administración Tributaria la relación de entidades del grupo que aplican el 
régimen especial identificando las alteraciones en su composición respecto 
del año anterior mediante la presentación del modelo 039. 

En el caso de autos, la entidad dominante comunicó a la Administración 
tributaria la modificación de la relación de entidades del grupo sometidas al 
régimen especial el 14 de marzo de 2017. En este contexto la AN analiza los 
efectos que produce esta presentación del modelo 039 fuera del plazo 
establecido en la Ley del IVA. 

La AN declara que la fijación de un límite temporal para el cumplimiento de 
la obligación de comunicación de las alteraciones en las entidades que 
componen el grupo sujeto al régimen especial constituye un requisito 
temporal de índole distinta y con sustantividad propia que condiciona la 
aplicación de dicho régimen especial. En concreto, no efectuar la 
comunicación o realizarla tardíamente impide aplicar el régimen especial en 
ese año natural siguiente, como ahora ha sucedido, a esas nuevas 
entidades, sin perjuicio de lo que pueda ocurrir en años posteriores. 

Impuesto sobre el Valor 
Añadido (IVA)
Tribunal Supremo

Audiencia Nacional 
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Ámbito fiscal (cont.)
PÉRDIDAS PATRIMONIALES

Las pérdidas derivadas de transmisiones lucrativas inter vivos no se 
computan en la base imponible del IRPF.

Sentencia del TS de 12/04/2024. Rec. 8830/2022

La normativa de IRPF establece que las pérdidas patrimoniales producidas 
por transmisiones lucrativas inter vivos serán las que resulten de la 
diferencia (negativa) entre el valor de los bienes transmitidos a efectos del 
ISD y su valor de adquisición. Consecuentemente, una transmisión a título 
lucrativo puede generar, en lugar de una pérdida, una ganancia patrimonial, 
si la diferencia entre el valor de los bienes transmitidos a efectos del ISD y su 
valor de adquisición es positiva. 

No obstante, el artículo 33.5.c) LIRPF, conforme a su tenor literal, solo 
excluye del cómputo en el IRPF las pérdidas y no las ganancias derivadas 
de estas transmisiones. 

Según el TS, el tenor del art. 33.5.c) LIRPF es claro al señalar que las 
pérdidas patrimoniales producidas por transmisiones lucrativas inter vivos no 
se computarán como tales en el IRPF. La finalidad de esta exclusión legal, 
según el tribunal, es evitar que los contribuyentes incorporen a sus 
declaraciones pérdidas derivadas de actuaciones que dependen únicamente 
de su voluntad, evitando así mecanismos de elusión fiscal. Y añade que esta 
regulación legal no atenta contra el principio de capacidad económica 
precisamente porque la pérdida la genera el donante por su voluntad. 

Así, se fija como doctrina legal que las pérdidas patrimoniales que se 
producen por una transmisión lucrativa inter vivos por diferencia entre el 
valor de adquisición y el de transmisión, no han de computarse en la base 
imponible del IRPF del transmitente, aunque en unidad de acto se computen 
ganancias patrimoniales también declaradas, derivadas de ese mismo tipo 
de transmisiones. 

RESIDENCIA FISCAL 

Es posible acreditar la residencia fiscal mediante otros elementos de 
prueba diferentes al certificado de residencia. 

Sentencia del TSJ de Madrid de 21/03/2024. Rec.457/2022

La cuestión que se discute es la residencia fiscal del recurrente y en 
concreto si fue residente fiscal en México durante el ejercicio 2016. En aras 
de acreditar su condición de residente fiscal en México, el recurrente ha 
aportado la declaración del análogo al IRPF del 2016 presentado en aquel 
país y un certificado expedido por la entidad empleadora donde se 
especifican los trabajos realizados por el contribuyente en México. 

Tanto la Administración Tributaria como el TEARM consideran insuficientes 
estos medios de prueba y que resulta indispensable la presentación del 
certificado de residencia fiscal en México. 

Sin embargo, para el TSJ de Madrid la residencia fiscal puede ser acreditada 
por otros elementos de prueba, por lo que la no existencia de un certificado 
de residencia fiscal a efectos del CDI, emitido por la otra administración, no 
supone que esta no se ostente, pudiendo ser probada mediante otros 
medios (e.g. declaración de la renta del otro estado, certificado emitido por la 
empresa, certificado de retenciones, certificados de desplazamientos, etc.).

Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas
Tribunal Supremo

Tribunales Superiores de 
Justicia
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Ámbito fiscal (cont.)
IMPUESTO SOBRE HIDROCARBUROS.

El TJUE declara contrario a derecho comunitario el tramo autonómico 
del Impuesto sobre Hidrocarburos.

Sentencia del TJUE de 30/05/2024. Asunto C-743/22

En este asunto el TJUE analizaba la conformidad del tramo autonómico del 
Impuesto sobre Hidrocarburos (IEH) vigente en España durante los ejercicios 
2013 a 2018 con la normativa armonizada en materia de Impuestos 
Especiales.

En particular, se ha analizado si el tramo autonómico del Impuesto sobre 
Hidrocarburos era o no compatible con el principio de uniformidad impositiva 
resultante de la Directiva 2003/96/CE del Consejo, de 27 de octubre de 
2003, por la que se reestructura el régimen comunitario de imposición de los 
productos energéticos y de la electricidad, en su versión modificada por la 
Directiva 2004/74/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004, y por la Directiva 
2004/75/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004, en particular de su 
artículo 5.

La cuestión analizada, en suma, era la de si la Directiva permite que, en 
relación con un mismo producto sujeto a IEH que es utilizado para un mismo 
uso, coexistan, dentro del territorio de un mismo Estado miembro, diferentes 
tipos impositivos en función de en qué parte del territorio sea utilizado el 
producto. 

Esto se producía porque durante estos ejercicios en España coexistían el 
tipo estatal del IEH, común a todos los territorios, y el tramo autonómico 
adicional que podía ser decidido libremente por cada CC.AA.

Pues bien, el TJUE declara, sin ningún género de dudas, que la Directiva, y 
en particular su artículo 5, se opone a la existencia de esta diferenciación 
regional del impuesto, incluso aunque se superen los umbrales mínimos de 
imposición exigidos por la Directiva. 

Nos complace comunicar que con esta Sentencia se ratifica la posición 
defendida desde el año 2013 por KPMG Abogados, que además de ser el 
abogado de DISA en este litigio fue el primero en identificar y poner de 
manifiesto que esta regulación era contraria a la normativa comunitaria. 

Durante estos años hemos asesorado -y asesoramos- a la mayor parte de 
las compañías distribuidoras de hidrocarburos en sus reclamaciones frente a 
la AEAT (9 de las principales distribuidoras españolas), desde la reclamación 
en sede administrativa hasta llegar a este pronunciamiento del Tribunal de 
Justicia.

Impuestos Especiales.
Tribunal de Justicia de la UE
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Ámbito fiscal (cont.)
INTERESES

El TS reconoce la procedencia de “intereses sobre intereses” en las 
devoluciones derivadas de la inconstitucionalidad del RD-ley 2/2016.

Sentencia del TS de 13/05/2024. Rec. 8429/2022

El TS ha resuelto una cuestión relativa al perjuicio financiero causado por el 
pago fraccionado mínimo según el RD-ley 2/2016. La pregunta es si, para 
compensar al obligado tributario, es suficiente abonar los intereses entre la 
fecha del ingreso y la de su devolución, o si deben calcularse y abonarse 
nuevos intereses sobre ese importe.

Como es sabido, la Sentencia 78/2020 de 1 de julio del Tribunal 
Constitucional declaró inconstitucional y nulo el Real Decreto-ley 2/2016 
afectando con ello a los pagos fraccionados mínimo de 2016 y 2017. La 
Administración tributaria ha venido reconociendo la procedencia del ingreso 
indebido, pero limitando el importe a devolver al efecto financiero del pago 
indebido calculado desde la fecha en que se hizo el ingreso excesivo de 
cada uno de los pagos fraccionados y hasta que se obtuvo su devolución -o 
se efectuó un menor ingreso- con ocasión de la autoliquidación anual.

Los contribuyentes afectados solicitan, además de la devolución del importe 
el reconocimiento de intereses de demora sobre dicho ingreso indebido. Sin 
embargo, la Administración tributaria ha rechazado este segundo tramo de 
intereses. 

Pues bien, concluye el Tribunal que, en este caso, la Administración ha 
disfrutado de una ventaja financiera indebida, materializada en disfrutar 
indebidamente de una cantidad consistente en los intereses devengados 
entre la fecha en que se efectuó el ingreso de los pagos fraccionados y la de 
su devolución, -cantidad a la que podemos denominar “deuda autónoma”. 
Por lo tanto, la completa restitución del perjuicio financiero sufrido por el 
contribuyente requiere que se reconozca el devengo de intereses de demora 
calculados sobre esta ventaja financiera indebida. 

Este interés se calculará sobre el importe inicialmente determinado -es decir, 
los intereses que devengó el pago fraccionado mínimo hasta que fue 
devuelto o compensado en la autoliquidación del Impuesto- desde la fecha 
en que se hubiera realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se 
proceda a su pago. Y ello con independencia de que con anterioridad al pago 
los pagos mínimos se hubieran devuelto por la mecánica propia del 
impuesto.

PRESCRIPCIÓN  

El derecho a liquidar un tributo prescribe a los 4 años, aunque el último 
día sea inhábil. 

Sentencia del TS de 17/04/2024 Rec.8105/2022  

El TS resuelve si el plazo de cuatro años de prescripción del derecho de la 
Administración a liquidar la deuda tributaria le es de aplicación la regla para 
el cómputo de plazos prevista en el artículo 30.5 de la Ley 39/2015, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
Dicha regla establece que “cuando el último día del plazo sea inhábil, se 
entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente”. 

Ley General Tributaria (LGT)  
y procedimientos tributarios
Tribunal Supremo
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Ámbito fiscal (cont.)
En el caso concreto analizado, la recurrente alegó -en un escrito 
complementario previo al de conclusiones- que había prescrito el derecho a 
liquidar de la Administración debido a que se había superado el plazo de 
cuatro años establecido en el artículo 66 de la Ley General Tributaria, y esta 
argumentación fue aceptada.

Para el TS la prescripción tiene una dimensión sustantiva que no puede 
confundirse con la dimensión procedimental de otros plazos procesales, 
como los de interposición de recursos administrativos. Entiende también que 
conforme al artículo 5 del Código Civil, un plazo de prescripción de un 
derecho se computa de fecha a fecha, con independencia de que el último 
día del plazo sea hábil o inhábil, máxime cuando en el cómputo civil de los 
plazos no se excluyen los días inhábiles.

Por ello, establece como doctrina que el plazo de cuatro años de 
prescripción del derecho de la Administración para determinar la deuda 
tributaria mediante la oportuna liquidación, previsto en el artículo 66 de la 
LGT, se debe computar de fecha a fecha, independientemente de si el último 
día de dicho plazo es hábil o inhábil.

NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA 

La AN analiza la compatibilidad de las notificaciones electrónicas y en 
papel en un procedimiento de inspección. 

Sentencia de la AN de 09/02/2024. Rec.453/2020

En el curso de unas actuaciones inspectoras la Administración notificó a la 
recurrente (una persona jurídica) su inclusión en el sistema de notificaciones 
electrónicas. Pese a ello las siguientes notificaciones se realizaron en papel 
en el domicilio del obligado tributario. Por el contrario, el acuerdo de 
liquidación se notificó vía electrónica y el contribuyente no accedió a la 
misma en el plazo de diez días entendiéndose por ello la notificación 
efectuada. 

Para la Audiencia Nacional el hecho de que se incluyera en el sistema de 
notificación electrónica, pero se continuara realizando notificaciones 
personales en el domicilio, pudo generar en el obligado tributario la 
razonable expectativa de que, pese a la inclusión, la notificación se realizaría 
en su domicilio de forma no electrónica. Por ello, se estima el recurso de la 
compañía y señala que los principios de buena fe y confianza legítima deben 
traducirse en el despliegue de una mayor y más diligente actividad en orden 
al aseguramiento de la efectivad de la notificación por parte de la 
Administración. 

Tribunal Supremo

Audiencia Nacional 
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Ámbito legal (cont.)Ámbito legal
PROCESO LABORAL

Para declarar nulas las actuaciones procesales, como consecuencia de 
omitir la comunicación sobre la identidad de quien sea Ponente en la 
sentencia, es imprescindible acreditar una indefensión de la parte 
perjudicada. 

Sentencia del TS, Pleno de Sala Cuarta, de lo Social, de 11/04/2024. Rec. 
3357/2020

La causa de fondo que se debate en este asunto se origina tras dictar 
Sentencia un Juzgado de lo Social que declaró que la enfermedad por la que 
falleció el marido de la demandante, y que ha dado lugar a las prestaciones 
económicas de viudedad de las que resulta beneficiaria, es imputable a la 
contingencia profesional de enfermedad profesional, condenando a la 
empresa demandada y a las codemandadas (Tesorería General de la 
Seguridad Social y aseguradora) a abonar la prestación correspondiente. La 
empresa interpuso recurso de suplicación ante el TSJ del País Vasco, 
resultando desestimado.

En el marco de dicho procedimiento, la cuestión procesal suscitada 
consiste en determinar si se ha vulnerado el art. 203.2 LOPJ, al no haberle 
notificado la composición de la Sala que iba a resolver el recurso de 
suplicación y el nombre del magistrado Ponente, impidiéndole el derecho a 
recusar. En definitiva, se discute si constituye, o no, causa de nulidad de las 
actuaciones procesales la ausencia de notificación sobre la concreta 
composición del Tribunal de segundo grado (y del Ponente de la sentencia 
de suplicación), con la consiguiente imposibilidad de plantear incidente de 
recusación.

Entre otras cuestiones, afirma el TS que cuando la parte recurrente suscita 
una cuestión referida a la vulneración de normas procesales es necesario
que aporte una sentencia que sea contradictoria y que, para considerar 
que ha habido una vulneración de la tutela judicial efectiva de tal entidad 
que deba comportar la declaración de nulidad de las actuaciones desde el 
momento previo a tal anomalía, es imprescindible acreditar que se ha 
producido una indefensión de la parte perjudicada. 

El TS señala que la infracción del deber de comunicar a las partes la 
composición del Tribunal y la identidad de quien actúe como Ponente en la 
resolución de un litigio, no comporta la automática nulidad de todo lo 
actuado posteriormente, siendo esta posible si se alega y argumenta la 
indefensión que ello acarrea. A tal efecto ha de tenerse en cuenta la 
conducta procesal de la parte perjudicada. 

La doctrina constitucional viene exigiendo que quien reclama la nulidad de 
actuaciones por tal motivo indique una causa concreta de recusación, 
referida a las personas que han integrado el Tribunal, no una mera protesta 
abstracta.

En este caso concreto, no ha habido indefensión ya que la empresa no 
ha alegado en ningún momento que tenga indicios de recusación sobre 
algún magistrado. La empresa recurrente -insiste el TS- ni siquiera ha 
manifestado los motivos que podrían llevarle a sospechar que existe alguna 
causa de recusación. Se limita a invocar la pérdida de oportunidad de 
invocar alguno de tales motivos, pero sin explicitar dato concreto alguno 
respecto de quienes han integrado el Tribunal.

Por todo lo expuesto, el TS desestima el recurso de casación para la 
unificación de doctrina y declara firme la sentencia del TSJ País Vasco 
impugnada.

Laboral y Seguridad Social
Tribunal Supremo
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Ámbito legal (cont.)
USO DE MEDIOS DIGITALES EN EL TRABAJO

El TS declara la nulidad de una instrucción empresarial sobre el uso de 
los medios y equipos informáticos, al no contar en su elaboración con 
la participación de la representación legal de los trabajadores.

Sentencia del TS, Sala Cuarta, de lo Social, de 06/02/2024. Rec. 263/2022

En este caso un sindicato interpone demanda de conflicto colectivo con la 
pretensión de revocar, íntegramente, la nueva política implementada en una 
empresa -relativa al uso del correo electrónico, Internet y almacenamiento de 
información en los discos duros de los equipos puestos a disposición de los 
trabajadores-, por constituir una política contraria a las normas que, hasta 
ese momento, estaban vigentes y no haber sido negociada con la 
representación legal de los trabajadores (RLT). 

La AN estima parcialmente la demanda y declara la nulidad de la 
comunicación efectuada por la empresa -relativa al uso de los equipos 
informáticos propiedad de la empresa y puestos a disposición de los 
trabajadores, así como al acceso a Internet a través de los mismos-, 
argumentando que dicha comunicación se elaboró por la empresa sin la 
participación de la representación legal de los trabajadores (RLT) en 
contra de lo establecido en el art. 87.3 de la LO 3/2018, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales (LOPD). 

El art. 87.3 LOPD se refiere, específicamente, a los criterios de utilización 
de los dispositivos digitales que el empresario pone a disposición de los 
empleados para la realización del trabajo y, al respecto, faculta al 
empresario para establecer normas y criterios para la utilización de los 
mismos, a la vez que establece limitaciones a ese poder de especificación 
empresarial vinculadas al derecho a la intimidad de los trabajadores. Sobre 
estas cuestiones específicas, la norma, de modo imperativo, ordena que la 
elaboración de los criterios de utilización de dichos medios se realice con la 
participación de los representantes de los trabajadores.

Señala el TS que, con independencia de que tan amplias posibilidades de 
acceso pudieran, en su caso, colisionar gravemente con los derechos a la 
intimidad y dignidad de los trabajadores, lo cierto es que tales criterios 
debieron ser fijados con la participación de los representantes de los 
trabajadores, tanto en atención -en abstracto- al discutible contenido de los 
mismos, como a su contenido de especificación novedosa de anteriores 
instrucciones.

El TS desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la 
AN impugnada, que confirma, y, por ende, la nulidad de la comunicación 
dada a los empleados sobre el uso de los dispositivos informáticos. 

Tribunal Supremo
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Ámbito legal (cont.)
PRÉSTAMO HIPOTECARIO

El TJUE aclara relevantes cuestiones sobre el dies a quo del plazo de 
prescripción de la acción para restituir los gastos de constitución de un 
contrato de préstamo con garantía hipotecaria.

Sentencia del TJUE, Sala Novena, del 25/04/2024. Asunto C-561/2021

Sentencia del TJUE, Sala Novena, del 25/04/2024. Asunto C-484/2021

En esta ocasión comentamos conjuntamente, dos recientes Sentencias del 
TJUE, cuyo contexto parte de dos supuestos de hecho similares: a partir de 
sendos litigios entre varios consumidores (clientes hipotecarios), de una 
parte, y una conocida entidad de crédito española, de otra -en relación con 
una pretensión de restitución de determinadas cantidades pagadas
sobre la base de una cláusula contractual declarada abusiva por 
resolución judicial firme- se presenta petición de decisión prejudicial cuyo 
objeto es la interpretación de los arts. 6.1, y 7.1 de la Directiva 93/13/CEE, 
de 5 de abril, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con 
consumidores.

El TJUE resuelve la controversia interpretativa planteada en las dos 
Sentencias, declarando que los preceptos controvertidos -y el principio de 
seguridad jurídica-, respecto al plazo de prescripción de una acción de 
restitución de gastos que el consumidor ha abonado en virtud de una 
cláusula contractual cuyo carácter abusivo se ha declarado por resolución 
judicial firme dictada con posterioridad al pago de tales gastos, deben 
interpretarse en el sentido siguiente:

· No se oponen a que dicho plazo de prescripción comience a correr 
en la fecha en que esa resolución haya adquirido firmeza, sin 
perjuicio de la facultad del profesional de probar que ese 
consumidor tenía o podía razonablemente tener conocimiento del 
carácter abusivo de la cláusula en cuestión antes de dictarse dicha 
resolución.

· Sin embargo, se oponen a que dicho plazo de prescripción 
comience a correr

- en la fecha de ese pago, con independencia de si ese 
consumidor tenía o podía razonablemente tener conocimiento 
del carácter abusivo de esa cláusula desde el momento de 
dicho pago, o antes de que por esa resolución se declarara la 
nulidad de dicha cláusula.

- en una fecha, anterior, en la que el TS nacional dictó, en 
otros asuntos, una serie de sentencias en las que declaró 
abusivas ciertas cláusulas tipo que se corresponden con 
la cláusula en cuestión de ese contrato.

- en la fecha de determinadas sentencias del Tribunal de 
Justicia (TJUE) que confirmaron que, en principio, los plazos 
de prescripción para las acciones de restitución son conformes 
con el Derecho de la Unión, siempre que respeten los 
principios de equivalencia y de efectividad.

Civil
Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea
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Ámbito legal (cont.)
SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL

El TS ordena a una Audiencia Provincial dictar nueva Sentencia, al 
haber incurrido la anterior en un error patente sobre la fecha de inicio 
de la póliza de seguros controvertida en el litigio.

Sentencia del TS, Sala Primera, de lo Civil, de 18/03/2024. Rec. 
5082/2019

Para contextualizar la cuestión debatida, hay que diferenciar los contratos 
celebrados en materia de seguros:

I. Una póliza colectiva concertada por una compañía de seguros (en 
adelante, la aseguradora) y una asociación de técnicos tributarios (en 
adelante, la asociación) para asegurar la responsabilidad civil de 
los asociados que fuera consecuencia de los daños y perjuicios 
causados involuntariamente a terceros por hechos derivados de la 
actividad profesional como técnicos tributarios y/o colaborador social, 
actuando como personas físicas o a través de sociedades admitidas 
en Derecho.

Su efecto y duración se establecía desde las 0 horas del 01/07/2015 a 
las 24 h del 30/06/2016, con carácter anual, y prorrogable 
automáticamente. Aunque era hecho no controvertido entre las 
partes que la póliza estuvo vigente desde el 01/07/2007 hasta el 
30/06/2016.

II. Una póliza individual, concertada entre uno de los miembros de 
dicha asociación (en adelante, X) y la misma aseguradora para 
asegurar la responsabilidad civil de los administradores y 
directivos por las decisiones o actuaciones llevadas a cabo por 
dichos administradores y/o directivos en el desempeño de sus cargos. 

Su efecto y duración se establecía desde las 0 h del 24/10/2014 a las 
24 h del 23/10/2015, con carácter anual, y prorrogable 
automáticamente.

Tras ser sancionado administrativamente un cliente de X por la Agencia 
Tributaria por actos aconsejados o asesorados por X -sanciones devenidas 
firmes judicialmente-, X le abonó la cantidad correspondiente, y comunicó a 
la aseguradora la existencia del siniestro, mediante burofax, enviado el 
27/12/2016 y recibido el 05/01/2017.

X y su cliente demandaron a la aseguradora, solicitando que, con amparo en 
las dos pólizas reseñadas, se la condenara a indemnizarlos, más los 
intereses desde la reclamación extrajudicial (20 de febrero de 2017).

La aseguradora se opuso alegando la falta temporal de cobertura de ambas 
pólizas y el incumplimiento grave del asegurado de su deber de 
comunicación del siniestro. 

Para el TS resulta evidente que la Audiencia Provincial se pronunció en 
sentido contrario a un hecho no controvertido, e incurrió en un error 
patente en la valoración de la prueba, directamente constatable, pues 
determinó erróneamente, como fecha de inicio de la vigencia de la póliza el 
01/07/2015, constituyendo su razón decisoria.

Por ello, el TS estima el recurso extraordinario por infracción procesal 
interpuesto contra la Sentencia de la AP de Girona recurrida, anulándola y 
devolviendo las actuaciones a la AP para que dicte nueva sentencia en 
la que, partiendo de las fechas de vigencia de la póliza colectiva no 
controvertidas, analice nuevamente el recurso de apelación y se pronuncie 
sobre la procedencia o improcedencia de la cobertura del siniestro.

Mercantil
Tribunal Supremo
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Ámbito legal (cont.)
EXONERACIÓN DE DEUDAS

En la exoneración de deudas, es posible excluir categorías específicas 
de créditos -no enumeradas en la Directiva sobre reestructuración e 
insolvencia- si conforme al Derecho nacional, está debidamente 
justificado.

Sentencia del TJUE, Sala Segunda, de 08/05/2024. Asunto C-484/2023

En este caso, el litigio surge entre, por una parte, una persona física 
declarada insolvente (deudor), y, por otra parte, el Instituto de la Seguridad 
Social de Portugal, la Autoridad Tributaria y Aduanera portuguesa y la 
sucursal en Portugal de una entidad financiera especializada en la concesión 
de créditos y préstamos a distancia.

Este contexto litigioso surge en relación con una solicitud de exoneración de 
deudas presentada por un deudor en un procedimiento de insolvencia en el 
que está incurso. La exoneración le fue concedida, mediante resolución, 
donde se excluyeron los créditos tributarios y de seguridad social y se 
presenta una petición de decisión prejudicial con el fin de que el TJUE 
interprete el art. 23.4 de la Directiva (UE) 2019/1023, sobre marcos de 
reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y 
sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedimientos de 
reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se 
modifica la Directiva (UE) 2017/1132 (Directiva sobre reestructuración e 
insolvencia).

Para el TJUE el art. 23.4 de la Directiva (UE) 2019/1023 debe interpretarse 
en el sentido de que la exclusión de la exoneración de deudas de una 
categoría específica de créditos distinta de las enumeradas en esa 
disposición solo es posible si está debidamente justificada en virtud del 
Derecho nacional. 

Además, los Estados miembros tienen la facultad de excluir determinadas 
categorías específicas de créditos de la exoneración de deudas, como los 
créditos tributarios y de seguridad social, y de atribuirles con ello un estatuto 
privilegiado, siempre que tal exclusión esté debidamente justificada en 
virtud del Derecho nacional.

CONVENIO CONCURSAL

Un Juzgado modifica el convenio propuesto por un club deportivo en 
concurso, por ser la opción más favorable para los acreedores, incluso 
por delante de la liquidación del club y del cumplimiento del convenio 
inicial.

Sentencia del Juzgado n.º 2 de A Coruña, de 15/04/2024. Proc. 16/2013

El objeto de este litigio es aprobar judicialmente la modificación del convenio 
propuesto por un club deportivo declarado en concurso, con el fin de evitar el 
incumplimiento del convenio vigente por los insuficientes ingresos, debido a 
que desde hace 4 años no compite en competiciones oficiales profesionales, 
así como asegurar definitivamente la viabilidad de la sociedad, y una mejor y 
más rápida satisfacción a los acreedores.

El texto íntegro de la modificación del convenio propuesto se incorpora como 
anexo, acompañado del Plan de Viabilidad y del Plan de Pagos. 

Concursal
Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea
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Ámbito legal (cont.)
De acuerdo con el art. 401 bis del texto refundido de la Ley Concursal 
(TRLC), transcurridos 2 años, el concursado podrá presentar una propuesta 
de modificación del convenio que se encuentre en riesgo de incumplimiento 
por causa que no le sea imputable a título de dolo, culpa o negligencia, y 
siempre que se justifique debidamente que la modificación resulta 
imprescindible para asegurar la viabilidad de la empresa.

La sentencia aprobando el convenio propuesto por la sociedad en concurso 
de acreedores se dictó el 5 de febrero de 2014, por lo que han transcurrido 
más de 2 años de su vigencia. En cuanto al riesgo de incumplimiento del 
convenio vigente por causa no imputable a título de dolo, culpa o 
negligencia, y sobre la necesidad de modificarlo para asegurar la viabilidad, 
señala que se razonan debidamente a través del plan de viabilidad. 

Asimismo -y entre otros argumentos- afirma que, desde la perspectiva del 
interés de los acreedores, la opción de la modificación del convenio es 
“más favorable que la liquidación de la sociedad e, incluso, que el 
cumplimiento del propio primitivo convenio, ya que, a pesar de la quita que 
se propone, los créditos se abonarán de forma inmediata, en lugar de en las 
ocho anualidades que restan del plazo de espera del convenio, por lo que en 
términos de valor monetarios la cantidad percibida es, cuando menos, 
financieramente equivalente o incluyo mayor”. 

Concluye la jueza aprobando la modificación del convenio propuesta con los 
efectos de los arts. 396 a 399 TRLC, entre ellos, el cese de la administración 
concursal, que deberá rendir cuentas en el plazo de un mes desde la firmeza 
de la sentencia. 

SANCIONES ADMINISTRATIVAS

El TS considera abusiva la imposición de la factura electrónica, 
vinculada a la elección de la domiciliación bancaria como método de 
pago, aunque en cualquier momento se pueda solicitar su envío en 
papel.

Sentencia del TS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, de 
29/04/2024. Rec. 4322/2021

La controversia planteada en este asunto consiste en determinar si puede 
considerarse válido el consentimiento expreso del consumidor en lo que 
respecta a la emisión de la factura, vía electrónica, cuando se establezca su 
previsión a través de una condición general de la contratación o si, por el 
contrario, es necesario un consentimiento separado y específico.

Parten los hechos de la imposición, por la Junta de Andalucía, de una 
elevada sanción de multa a una conocida compañía de telecomunicaciones 
por la comisión de una infracción muy grave en materia de consumo, 
consistente en la inclusión de varias cláusulas abusivas en los contratos. 
Concretamente, en las condiciones generales de la oferta efectuada en las 
páginas web de la compañía.

Afirma el TS que no se han respetado dos exigencias expresas del art. 63.3 
del del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios (TRLGDCU): 

I. que la recepción de la factura en papel es considerada un derecho 
incondicionado del usuario; y

II. que la renuncia a dicho derecho ha de ser expresa y ha de 
manifestarse mediante un procedimiento directamente 
contemplado en la propia ley.

Juzgados

Administrativo
Tribunal Supremo
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Ámbito legal (cont.)
Afirma el Alto Tribunal que es indudable que la cláusula sobre facturación 
vulnera de manera directa lo establecido por el referido precepto legal 
al limitar de manera sustancial el derecho del usuario a recibir la 
factura en papel. Debe por ello ser considerada, como hizo la 
Administración sancionadora, una cláusula abusiva de conformidad con el 
art. 86.7 TRLGDCU.

El TS desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del 
TSJ Andalucía impugnada, que confirma y, por ende, la sanción de multa 
impuesta a una empresa por introducir cláusulas abusivas en los contratos.

Tribunal Supremo
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Doctrina administrativa
Ámbito fiscal 

El TEAC admite la deducibilidad de las retribuciones de administradores 
aun sin aprobación estatutaria, si constan acreditadas y contabilizadas y 
corresponden a servicios efectivamente prestados. 

Resolución del TEAC 08895/2021 de 22/04/2024. 

El TEAC acogiendo la doctrina del TS, admite la deducibilidad del gasto 
relativo a la retribución de los administradores siempre que estén 
acreditadas y contabilizados aun sin estar prevista en los Estatutos 
sociales ni su aprobación en la Junta. 

Las retribuciones percibidas por los Administradores de una entidad con 
funciones deliberativas y ejecutivas, que consten debidamente 
acreditadas y contabilizadas y que correspondan a unos servicios 
efectivamente prestados, aun sin estar prevista en los Estatutos su 
aprobación en Junta, deben ser consideradas como un gasto 
fiscalmente deducible al tratarse de retribuciones onerosas. 

La no previsión en los Estatutos de las retribuciones que perciben los
Administradores no puede comportar, en todo caso, la consideración de
una liberalidad y, sin más, la improcedencia de su deducibilidad.

El TEAC se pronuncia sobre la inaplicación del régimen de neutralidad 
fiscal ante la ausencia de un motivo económico válido para llevar a cabo 
una reestructuración societaria y sobre el criterio para delimitar qué 
efectos de la ventaja fiscal se deben eliminar.

Resolución del TEAC 6452/2022 de 22/04/2024. 
Resolución del TEAC 6448/2022 de 22/04/2024.

Una persona física realizó en 2017 una operación de aportación no dineraria 
de las participaciones de una sociedad operativa con beneficios acumulados 
no distribuidos a una sociedad holding familiar de reciente creación. 
Posteriormente, en los ejercicios 2018 y 2019, se produjeron dos repartos de 
dividendos a favor de la entidad holding. 

Con carácter previo, se había presentado consulta vinculante a la DGT con los 
motivos económicos de la operación planteando, entre otros, la canalización a 
través de la sociedad holding destinataria de los beneficios repartidos por las 
sociedades participadas para destinarlos a financiar nuevas inversiones.

La inspección consideró que dicha aportación no presentaba motivos 
económicos válidos y que la ventaja fiscal que se ha producido con la aportación 
no dineraria se encontraba en los dividendos que, después de la aportación, 
había percibido la entidad holding y quedaron exentos de tributación por 
aplicación del art.21 LIS. Por ello, consideró que la operación debía quedar 
excluida del Régimen FEAC y que procedía someterla al régimen general 
exigiendo la tributación de la ganancia patrimonial derivada de la transmisión de 
las participaciones en el año 2017 en que se realizó la aportación. 

Tribunal Económico- 
Administrativo Central

Impuesto sobre Sociedades 
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Ámbito fiscal (cont.)
Pues bien, el TEAC resuelve que cuando se haya declarado, en los 
términos y condiciones del art. 89.2 de la LIS, que una operación FEAC 
ha tenido como “principal objetivo el fraude o la evasión fiscal”, se deben 
eliminar “exclusivamente los efectos de la ventaja fiscal” obtenida por la 
aplicación de dicho régimen que se muestren abusivos o 
irregulares. También afirma, en contra del criterio de la DGT manifestado 
en la consulta V2214-23 que esa eliminación también puede afectar al 
inicial diferimiento que proporcionó la aplicación del régimen, 
cuando resulte necesario para la eficaz corrección del abuso producido, 
ya que ningún efecto fiscal puede ser inmune a las consecuencias de la 
acreditación de que se llegó a él de modo fraudulento o abusivo.

Por otra parte, a efectos de regularizar la operación el TEAC no coincide con 
el criterio de la Inspección de exigir en el año de la aportación la tributación 
de la ganancia patrimonial derivada de la transmisión de las participaciones 
en la entidad holding. 

Así para el TEAC la solución que mejor encaja para lograr una adecuada 
aplicación de la cláusula antiabuso del 89.2 de la LIS en casos como el 
que nos ocupa pasa, una vez declarado que la operación realizada tenga 
como principal objetivo el fraude o la evasión fiscal, por imputar el ajuste a 
realizar, esto es, la corrección de sus efectos abusivos, a medida que 
estos se van produciendo, lo que, en este caso, implica hacerlo a 
medida que la entidad holding vaya percibiendo dividendos de la 
entidad operativa con cargo a reservas generadas con anterioridad a 
la aportación. 

En definitiva, el TEAC fija como criterio: 

“Cuando se haya declarado, en los términos y condiciones del 
artículo 89.2 de la LIS, que una operación FEAC ha tenido como 
“principal objetivo el fraude o la evasión fiscal”, se deben eliminar 
“exclusivamente los efectos de la ventaja fiscal” obtenida por la 
aplicación de dicho régimen que se muestren abusivos o 
irregulares.

Esa eliminación también puede afectar al inicial diferimiento que 
proporcionó la aplicación del régimen, cuando resulte necesario 
para la eficaz corrección del abuso producido, ya que ningún 
efecto fiscal puede ser inmune a las consecuencias de la 
acreditación de que se llegó a él de modo fraudulento o abusivo.”

Procede recordar que ambas resoluciones constituyen criterio reiterado 
del TEAC y, por tanto, vincularán a la administración tributaria (artículo 
239.8 de LGT).

El TEAC parece mostrar cierta “flexibilidad” al analizar la aplicación de 
deducciones por I+D+i en el IS aplicando el análisis de la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 24 de octubre de 2023. Habrá que ver a qué 
decisión llega respecto de ejercicios posteriores.

Resolución del TEAC 3132/2022 de 22/02/2024.

El TEAC analiza la posibilidad de acreditar "ex novo" deducciones de I+D+ IT 
que no se incluyeron en la autoliquidación del periodo de origen -en el que 
se había incurrido en los gastos que se pretenden incluir como base de la 
deducción-incluyendo las deducciones directamente en la autoliquidación del 
periodo posterior. En concreto, la entidad solicita que se le reconozca la 
deducción por I+D+i derivada de gastos incurridos en 2016 a 2011 por dos 
proyectos, a pesar de que en tales ejercicios no se declaró ni consignó dicho 
beneficio fiscal. 

Impuesto sobre Sociedades 
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Ámbito fiscal (cont.)
La resolución recuerda la Sentencia del TS del 24 de octubre de 2023 
(recurso n.º 6519/2021) según la cual es posible incluir en la base de la 
deducción por I+D+i los gastos devengados en ejercicios anteriores que 
no fueron consignados en las autoliquidaciones de esos periodos, en 
aplicación de la posición de la DGT existente en el momento en que se 
consignó la deducción.

La Sentencia indicó que no es necesario que los importes de deducción 
se hubieran incluido previamente en las autoliquidaciones de los 
ejercicios en los que se realizaron los proyectos innovadores y se 
produjeron los gastos e inversiones correspondientes. Esto implicó que 
una empresa aplicase unas deducciones de I+D+i “ex novo” en la 
autoliquidación de un periodo posterior, sin la necesidad de rectificar las 
autoliquidaciones anteriores -correspondientes a los ejercicios en que 
se hubieran devengado los gastos que originan la deducción-.

El TS basa su conclusión en la vinculación y el alcance de consultas 
vinculantes de la Dirección General de Tributos (DGT) que se habían 
dictado para casos similares al analizado, al considerar que existía una 
identidad sustancial entre las respuestas a consultas vigentes en aquel 
momento y el caso examinado.

Con base en esta sentencia, el TEAC concluye que la Inspección debe 
verificar si los gastos incurridos por la entidad en los ejercicios 
comprendidos dentro del plazo de aplicación de la deducción (18 años) 
son válidos para aplicar la deducción pretendida, independientemente 
de que no se hubiera declarado previamente.

Rentas derivadas del arrendamiento de inmuebles situados en España: 
el TEAC confirma que a efectos del IRNR el residente en un tercer Estado 
no puede deducir gastos y tributa a un tipo de gravamen del 24%.

Resolución del TEAC 800/2021 de 20/03/2024.

En esta resolución el TEAC afirma que cuando un contribuyente no tiene la 
residencia fiscal en ningún país de la UE ni del EEE con efectivo intercambio 
de información tributaria, al calcular la base imponible correspondiente a los 
rendimientos obtenidos por el arrendamiento de inmuebles en España, no 
puede deducir los gastos contemplados en la LIRPF. 

Además, no puede pretender que se le aplique un tipo de gravamen inferior al 
previsto expresamente por la Ley; es decir, no puede beneficiarse del tipo de 
gravamen reducido del 19% aplicable a los comunitarios o del espacio 
económico europeo, sino que debe aplicarse el tipo del 24% establecido con 
carácter general.

El TEAC analiza la deducibilidad a efectos del IRNR de gastos en la 
actividad aseguradora exigiendo la existencia de vínculo 
económico directo e indisociable. 

Resolución del TEAC 05889/2020 de 20/03/2024. 

El art.24.6 del TRLIRNR establece que para la determinación de la base 
imponible correspondiente a los rendimientos que se obtengan sin mediación 
de establecimiento permanente, se podrán deducir gastos de acuerdo con lo 
previsto en la LIS siempre que el contribuyente: (i) acredite que están 
relacionados directamente con los rendimientos obtenidos en España y que 
(ii) tienen un vínculo económico directo e indisociable con la actividad 
realizada en España.
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Ámbito fiscal (cont.)
En esta resolución el TEAC se pronuncia sobre la deducibilidad de los 
gastos propios de la actividad aseguradora. En concreto lo gastos cuya 
deducción se pretenden son provisiones técnicas dotadas directamente 
vinculados a dividendos de fuente española. 

En el caso concreto analizado una entidad aseguradora presentó modelo 
210, solicitando la devolución de las retenciones soportadas respecto a los 
dividendos percibidos por inversiones llevadas a cabo en territorio español. 
En el cálculo de la base imponible computó los ingresos por vía dividendos 
minorados en los gastos (provisiones técnicas) relacionados directamente 
con los rendimientos obtenidos.

La Administración Tributaria rechazó la devolución solicitada con base en 
que no se había aportado documentación que acreditase la residencia. 
Tampoco se había aportado certificado de los rendimientos, retenciones y 
gastos deducidos, ni el certificado de titularidad de cuenta bancaria.

Por su parte, la entidad reclamante defiende la procedencia de la devolución 
solicitada con base en la aplicación de la regla de determinación de la base 
imponible prevista en el artículo 24.6 TRLIRNR. Defiende que ha 
demostrado tanto la realidad de los gastos que pretende deducir como su 
vinculación con los ingresos obtenidos en España durante los ejercicios 
objeto de la presente reclamación.

En la citada Resolución el TEAC reitera que desde el 1 de enero de 2010, 
fecha de entrada en vigor de la modificación introducida por la Ley 2/2010, 
en el apartado 6 del artículo 24 de la Ley IRNR, son deducibles los gastos 
acreditados correspondientes a las provisiones técnicas dotadas por las 
entidades aseguradoras, siempre que se cumpla el requisito taxativo del 
vínculo económico directo e indisociable, lo que es equivalente a la 
correlación directa, exigida a los contribuyentes del IS, y que exige el 
ejercicio de la actividad aseguradora (comercialización de seguros y no mera 
gestión de inversiones) en España y que dicha vinculación se acredite por 
quien pretenda deducirlo.

Teniendo en cuenta lo anterior el TEAC concluye que en este supuesto no 
se cumple el citado requisito ya que la existencia de tal vínculo exigiría que 
la entidad realizase la actividad aseguradora en España, requisito que no se 
cumple en el caso de la entidad reclamante.

La presentación de un certificado de residencia fiscal en otro país no 
obliga a la Administración española a reconocer automáticamente la 
condición de no residente, pero sí le traslada la carga de la prueba.

Resolución del TEAC 0133/2021 de 18/12/2023.

Esta resolución aborda la cuestión de quien debe demostrar la condición de 
no residente de una persona física que solicita la devolución de las 
retenciones practicas por rendimientos de trabajo satisfechos por un club de 
futbol español. 

El TEAC aclara que aportar un certificado de residencia fiscal en otro país no 
implica automáticamente que la Administración española deba aceptar la 
condición de no residente en España, pero sí traslada a la Administración 
española la carga de acreditar que el contribuyente es residente en España. 
En cambio, de no aportarse por el interesado el certificado de residencia 
fiscal, recae sobre él la carga de la prueba de acreditar la condición en cuya 
virtud solicita la devolución por el IRNR.

En el supuesto objeto de controversia el contribuyente había aportado un 
contrato de trabajo con un club de fútbol de la otra jurisdicción implicada, un 
visado de residencia, unas fotos de su pasaporte y un informe de vida
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Ámbito fiscal (cont.)
laboral. La Administración Tributaria consideró esta documentación 
insuficiente para probar su condición de residente fiscal en la otra 
jurisdicción. Además, puesto que no se había aportado un certificado de 
residencia fiscal no había sido posible conocer si hubiera quedado sujeto en 
dicho país por su renta mundial, ni la permanencia en dicho país por más de 
183 días, ni el lugar de prestación del trabajo personal. En consecuencia, el 
TEAC confirma la liquidación impugnada, denegando la devolución de las 
retenciones solicitada por el contribuyente.

El TEAC permite aplicar la deducción por vivienda habitual a 
quienes adquirieron inmuebles antes del 2013 pero no 
consignaron de forma justificada la deducción antes del citado 
ejercicio. 

Resolución del TEAC 0765/2023 de 22/04/2024. Unificación de 
criterio. 

En esta resolución el TEAC admite que en determinados supuestos es 
posible aplicar la deducción por inversión en vivienda habitual en los 
años o períodos posteriores al 2012 cuando la vivienda habitual se 
hubiera adquirido antes del 1 de enero de 2013 pero dicha deducción 
no se hubiera practicado ni consignado en ninguno de los años o 
períodos anteriores al 2013 desde que se adquirió. 

El TEAC tomando como base el argumento del Tribunal Supremo en 
la Sentencia de 4 de diciembre de 2023, rec. 6555/2022 delimita los 
supuestos en que la deducción por vivienda habitual puede ser 
aplicada, considerando los siguientes: 

- En primer lugar, el TEAC afirma que se puede aplicar por 
quienes no hubieran practicado ni consignado la deducción 
antes de 2013 porque: (i) no hubieran presentado declaración 
por no resultar obligados a ello por razón de las rentas 
obtenidas, o bien (ii) estando obligados a presentar declaración 
por razón de las rentas y habiéndola presentado, no hubieran 
tenido en ninguno de tales períodos cuota íntegra para poder 
aplicarla.

- Y la niega para quienes, estando obligados a presentar 
declaración por razón de las rentas y habiéndola presentado, 
no hubieran practicado voluntariamente la deducción antes de 
2013 a pesar de haber tenido en alguno de tales períodos 
cuotas íntegras a las que poder aplicarla.

Contempla además otra posibilidad: cuando la falta de cuota que 
hubiera impedido aplicar la deducción antes de 2013 obedezca a un 
error. En tales casos deberán analizarse las concretas circunstancias 
que concurran a efectos de comprobar si pudieran tener derecho a la 
deducción.

Clarificación del TEAC sobre la aplicación de la DT 2ª LIRPF en 
prestaciones de la Seguridad social y aportaciones a la 
Mutualidad Laboral de la Banca.

Resolución del TEAC 2118/2024 de 22/04/2024. Unificación de 
criterio. 

Esta Resolución actualiza el criterio del TEAC en relación con las 
aportaciones a la Mutualidad Laboral de Banca realizadas entre el 1 
de enero de 1967 y el 31 de diciembre de 1978.
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Ámbito fiscal (cont.)
La Resolución resuelve un recurso extraordinario de alzada para la 
unificación de criterio interpuesto a iniciativa propia de la Vocal 
Coordinadora del Tribunal Económico-Administrativo Central contra la 
Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional (TEAR) 
de Cataluña de 26 de febrero de 2024.

Tras analizar la DT 2ª LIRPF y los pronunciamientos administrativos 
sobre la materia, la resolución trae a colación la doctrina del Supremo 
según la cual la parte de la pensión correspondiente a las 
aportaciones a la Mutualidad realizadas entre el 1 de enero de 1967 y 
el 31 de diciembre de 1978 deben reducirse en un 25% en el IRPF -
STS 707/2023, de 28 de febrero (rec. cas. 5335/2021), a la que han 
seguido, entre otras, la sentencia 552/2023, 5 de mayo (rec. cas. 
7122/2021)-.

Teniendo en cuenta lo anterior, el TEAC actualiza su criterio en 
relación con las aportaciones a la Mutualidad Laboral de Banca entre 
el 1 de enero de 1967 y el 31 de diciembre de 1978, concluyendo 
que la parte de pensión procedente de aportaciones realizadas a la 
Mutualidad Laboral de la Banca entre el 01/01/1967 y el 31/12/1978 
debe integrarse en la base imponible del IRPF como rendimiento del 
trabajo con derecho a la reducción del 25% ex DT 2ª LIRPF.

Respecto a las aportaciones realizadas a la Mutualidad Laboral de la 
Banca antes del 1 de enero de 1967, el TEAC señala que la doctrina 
casacional del TS no realiza pronunciamiento alguno que lleve a 
cuestionar la vigencia del criterio del TEAC de que no es aplicable la 
DT 2ª LIRPF a la parte de pensión correspondiente a las aportaciones 
realizadas a la Mutualidad Laboral de la Banca antes del 1 de enero 
de 1967, lo que determina que quede excluido como rendimientos del 
trabajo el 100% de esa parte.

En conclusión, el criterio completo del TEAC sería el siguiente: 

1. Cuando se hubieran realizado aportaciones a la Mutualidad 
Laboral de Banca con anterioridad a 1 de enero de 1967 no 
concurren las circunstancias contempladas en el apartado 1 de 
la DT 2ª de la LIRPF, lo que determina que deba excluirse 
como rendimiento del trabajo el 100% de la parte de la 
prestación percibida de la Seguridad Social correspondiente a 
dichas aportaciones.

2. Cuando se hubieran realizado aportaciones a la Mutualidad 
Laboral de Banca entre el 1 de enero de 1967 y el 31 de 
diciembre de 1978 resulta procedente la aplicación de la DT 2 
de la LIRPF, debiéndose integrar en la base imponible del 
IRPF como rendimientos del trabajo la parte de la prestación 
correspondiente a dichas aportaciones conforme con los 
apartados segundo y tercero del citado texto legal.

3. Las aportaciones realizadas con posterioridad a 1 de enero 
de 1979 fueron contribuciones a la Seguridad Social y no a una 
mutualidad de previsión social, no resultando procedente la 
aplicación de la DT 2ª a la parte de prestación pública 
correspondiente a dichas contribuciones. En consecuencia, se 
deberá integrar en la base imponible del IRPF como 
rendimientos del trabajo el 100 por 100 de su importe.

Como consecuencia de todo lo anterior, la Agencia Tributaria ha 
informado (accede aquí) sobre la incorporación del cálculo de la 
reducción en los datos fiscales 2023 de los beneficiarios, siempre y 
cuando se cuente con la información necesaria para realizar dicho 
cálculo.
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Ámbito fiscal (cont.)
Finalmente señalar que el TS en la reciente sentencia 673/2024 de 29 
de abril (ECLI:ES:TS:2024:2011) ha declarado que las prestaciones, o 
la parte de prestaciones, de jubilación e invalidez, correspondientes a 
aportaciones a Mutualidades de Previsión Social a que se refiere la 
DT 2ª LIRPF, en este caso la Mutualidad Laboral de la Banca, que se 
hubieren efectuado en el periodo anterior a 1 de enero de 1967 no se 
integran en la base imponible del IRPF en los términos de la DT 
Segunda de la LIRPF. Es decir, no tributará esta parte de pensión 
correspondiente a aportaciones a Mutualidades de Previsión Social 
efectuadas con anterioridad a 1 de enero de 1967. Con ello se 
complementa la doctrina jurisprudencial establecida en la STS de 28 
de febrero de 2023 y de 8 de enero de 2024 en cuanto al tratamiento 
de las prestaciones o parte de las prestaciones de Mutualidades de 
Previsión, derivadas de aportaciones efectuadas a partir del 1 de 
enero de 1967.

El TEAC analiza si se cumple el requisito de funciones de 
dirección cuando se acredita en una declaración complementaria 
del IRPF. 

Resolución del TEAC 5513/2021 de 22/03/2024.

En esta Resolución el TEAC interpreta la normativa aplicable a la 
reducción en la base imponible del ISD cuando se incluye el valor de 
una empresa individual, negocio profesional o participaciones en 
entidades. Para que se aplique la reducción del 95% del art. 20.2.c de 
la LISD, es necesario que se cumplan ciertas condiciones, entre ellas, 
que la remuneración por funciones de dirección constituya la principal 
fuente de renta, esto es que supere el 50% de las retribuciones totales 
de la persona beneficiaria.

El TEAC reitera el criterio de que a los efectos de la aplicación de la 
citada reducción, en lo que respecta al cumplimiento del requisito 
consistente en que la remuneración derivada del ejercicio efectivo de 
funciones de dirección en la entidad debe superar el 50% de las 
retribuciones de la persona a quien se le exija, no puede rechazarse 
sin más la presentación de declaraciones complementarias de IRPF 
por el hecho de haberse presentado después de iniciada la 
comprobación del Impuesto sobre Sucesiones, sino que debe ser 
comprobado por la Administración tributaria la realidad de dichas 
retribuciones a efectos de determinar cumplido o no el citado requisito.

En este caso concreto, dado que la Administración Tributaria no 
cuestionó la realidad de los datos consignados en la nueva 
declaración, la Administración Autonómica tenía que estar a lo que 
resultase de ella, debiendo entenderse cumplido el requisito de la 
principal fuente de renta a los efectos de gozar de la citada reducción.
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Ámbito fiscal (cont.)
El TEAR de Madrid permite aplicar la deducción por obras de mejora en 
la eficiencia energética a viviendas pareadas. 

Resolución del TEAR de Madrid 09169/2023 de 29/02/2024.

El apartado 3 de la DA 50 de la LIRPF regula una deducción por obras que 
mejoren la eficiencia energética en edificios principalmente de uso 
residencial. 

En este caso, se analiza si procede la aplicación de dicha deducción a una 
vivienda pareada de uso residencial en la que se han instalado unas placas 
fotovoltaicas. 

La Administración Tributaria consideraba que no cumplía los requisitos para 
aplicar la deducción ya que se trataba de una vivienda unifamiliar pareada y 
no se había acreditado el cumplimiento de los requisitos exigidos para el 
edificio. 

Sin embargo, este TEAR considera que la vivienda unifamiliar constituye una 
edificación en sí, sin que el apartado 3 de la citada DA impida su aplicación a 
las viviendas unifamiliares. Por tanto, resulta probado el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la D.A 50 de la LIRPF procediendo su aplicación. 

Este es el criterio compartido por la DGT en distintas consultas vinculantes 
como la V0324-23. 

Tribunal Económico-
Administrativo Regional 
(TEAR)       
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Ámbito fiscal (cont.)
La DGT analiza la aplicación de la deducción por la adquisición de 
vehículos eléctricos enchufables y de pila de combustible y puntos de 
recarga.

Consulta vinculante a la DGT V0379-24 de 12/03/2024.

La DA quincuagésima octava de la LIRPF regula una nueva deducción por la 
adquisición de vehículos eléctricos “enchufables” y de pila de combustible y 
puntos de recarga. En esta consulta la DGT aborda los siguientes aspectos 
relacionados con dicha deducción:

1º Deducción por Adquisición de Vehículos Eléctricos Nuevos

En el caso analizado el vehículo se compró en octubre de 2023 y se 
matriculó a nombre del adquirente en esa misma fecha. Sin embargo, la 
primera matriculación del vehículo en España se realizó en abril de 2022 a 
nombre del concesionario.

La DGT considera que, dado que la primera matrícula del vehículo en 
España no se ha realizado a nombre de la consultante, sino a nombre del 
concesionario, no podrá aplicarse la deducción por adquisición de vehículos 
eléctricos nuevos.

2º Deducción por Instalación de Sistemas de Recarga de Baterías

La citada disposición adicional también introduce una segunda deducción 
por la instalación, en inmuebles propiedad del contribuyente, de sistemas de 
recarga de baterías para vehículos eléctricos no afectas a una actividad 
económica. La base de la deducción es de 4.000 euros anuales y estará 
formada por las cantidades satisfechas a las personas o entidades que 
realicen dicha instalación.  

En la consulta, se plantea si esta deducción se puede aplicar a una 
instalación que se realizará en abril o mayo de 2024 en la vivienda del 
consultante. La DGT confirma que se pueden deducir las cantidades 
pagadas por la instalación en la vivienda, siempre que no finalice después 
del ejercicio fiscal 2024.

El pago del máster al empleado mediante factura nominativa a la 
empresa no tiene la consideración de rendimiento del trabajo en 
especie.

Consulta vinculante a la DGT V0449-24 de 19/03/2024. 

Una entidad paga el 100% de unos másteres a sus empleados bajo dos 
modalidades: (i) mediante factura nominativa a la empresa; o (ii) el pago del 
100% al trabajador sin factura. 

Según la DGT, si una empresa financia un máster para la actualización o 
capacitación de un empleado, y además viene exigido por el desarrollo de su 
actividad o las características del puesto de trabajo el pago mediante factura 
nominativa no se considera rendimiento en especie. Sin embargo, el 
reembolso de los gastos del master al empleado sí se considera una 
retribución dineraria.

Dirección General de 
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Ámbito fiscal (cont.)
Tratamiento fiscal de las ayudas recibidas por las comunidades de 
propietarios para actuaciones de rehabilitación energética de 
inmuebles.

Consulta vinculante a la DGT V0034-24 de 13/02/2024.

Las rentas derivadas de la obtención de una subvención, se califican de 
ganancia patrimonial, pero en la medida en que la subvención recibida por la 
comunidad de propietarios es una subvención en ejecución del Programa 
PREE aprobado por el Real Decreto 737/2020, de 4 de agosto, por el que se 
regula el programa de ayudas para actuaciones de rehabilitación energética 
en edificios existentes y se regula la concesión directa de las ayudas de este 
programa a las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, está 
exenta y los copropietarios, personas físicas, no tendrían que declarar la 
ganancia patrimonial obtenida.

En cuanto a la obligación de presentación del modelo 184, la DGT señala 
que solo afecta a las entidades en régimen de atribución de rentas mediante 
las que se ejerza una actividad económica o cuyas rentas excedan de 3.000 
euros anuales.

El préstamo extranjero para adquirir un inmueble en España es 
deducible.

Consulta vinculante a la DGT V0393-24 de 12/03/2024.

Un no residente fiscal en España, adquirió un inmueble sito en Mallorca 
financiando la operación con un préstamo no hipotecario procedente de una 
entidad bancaria extranjera. 

La DGT establece que en el IP el préstamo contraído para adquirir un bien 
inmueble en España es deducible para la determinación del valor del 
inmueble, incluso si se suscribe con una entidad financiera extranjera. Se 
señala que la deuda contraída resulta deducible por su destino, esto es, en 
la medida en que se destine a la adquisición de un bien inmueble situado en 
España y que se acredite por cualquier medio válido en derecho que el 
préstamo se destinó efectivamente a la adquisición del inmueble. Esto es 
independiente del tipo de préstamo otorgado por la entidad financiera. 

La cuota nacional del IAE faculta para operar en todo el territorio 
nacional.

Consulta vinculante a la DGT V0224-24 de 28/02/2024.

Una empresa dedicada al transporte por carretera pagó la cuota nacional 
pero el ayuntamiento le exige también el pago de otra cuota del IAE, ya sea 
nacional, provincial o municipal. 

La DGT señala que el pago de la cuota nacional faculta para ejercer la 
actividad correspondiente en todo el territorio nacional, sin necesidad de 
satisfacer cuota mínima municipal o provincial alguna. Además, también 
aclara cuando una empresa satisface una cuota nacional por un determinado 
grupo o epígrafe no está obligada a satisfacer ninguna cuota de ámbito 
territorial distinto del nacional por el desarrollo de dicha actividad, pero, en 
cambio, por el desarrollo de otra actividad que dé lugar al alta en otra rúbrica 
del IAE deberá pagar la cuota de ámbito territorial correspondiente.
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Ámbito fiscal (cont.)
Implicaciones tanto en el Catastro como en el IBI derivadas de arrendar 
un predio rústico para construir una planta fotovoltaica. 

Consulta vinculante a la DGT V0398-24 de 13/03/2024. 

En esta consulta la DGT analiza las implicaciones tanto en el Catastro como 
en el IBI de la celebración de un contrato de arrendamiento sobre un predio 
rústico para construir una planta de generación de energía eléctrica 
fotovoltaica. 

La planta de generación de energía eléctrica fotovoltaica se dará de alta en 
el Catastro como BICE (Bien Inmueble de Características Especiales) en la 
fecha de puesta en servicio definitiva. Esta fecha figurará en la 
correspondiente Acta de la Consejería de Industria (u órgano similar) de la 
Comunidad Autónoma en la que esté situada. 

La declaración catastral debe realizarse en el plazo de dos meses contados 
a partir del día siguiente al otorgamiento de la autorización administrativa. 
Los efectos catastrales se producirán el día siguiente al de la fecha del 
otorgamiento de dicha autorización, independientemente de cuando se 
notifique.

Por lo que respecta al IBI, el BICE, estará sujeto a gravamen en el devengo 
del impuesto inmediatamente posterior a la fecha en que se produzcan los 
efectos catastrales. Dado que el impuesto se devenga el primer día del 
período impositivo y este coincide con el año natural, los efectos tributarios 
comenzarán el 1 de enero siguiente al de la fecha de la citada autorización 
administrativa. A partir de entonces, la sociedad propietaria de la planta de 
producción de energía eléctrica será sujeto pasivo del IBI.

Requisitos que deben adoptar los sistemas y programas informáticos o 
electrónicos que soporten los procesos de facturación.

Consulta vinculante a la DGT V0329-24 de 07/03/2024. 

Según el Reglamento que establece los requisitos para los sistemas y 
programas informáticos o electrónicos que soportan los procesos de 
facturación, las cajas registradoras utilizadas en los negocios pueden 
considerarse sistemas informáticos de facturación si cumplen con ciertos 
requisitos. Estos requisitos incluyen:

- Integridad y conservación: El sistema debe garantizar la integridad, 
conservación, accesibilidad, legibilidad, trazabilidad e inalterabilidad 
de los registros de facturación sin interpolaciones, omisiones o 
alteraciones.

- El término “factura” incluye tanto la factura completa como la factura 
simplificada, según el Reglamento de obligaciones de facturación.

- Se considera sistema informático de facturación al conjunto de 
hardware y software utilizado para expedir facturas mediante la 
realización de las siguientes acciones: (i) admitir la entrada de 
información de facturación por cualquier método; (ii) conservar la 
información de facturación, ya sea almacenándola en el propio 
sistema o enviándola a otro sistema informático; (iii) procesar la 
información de facturación para producir resultados derivados.
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Ámbito legal (cont.)Ámbito Legal
Presentados en el Registro dos documentos contradictorios e 
incompatibles entre sí, pero, presuntamente exactos y válidos, es 
competencia del juez determinar cuál de ellos debe prevalecer y servir 
de título para la práctica del asiento registral.

Resolución de la DGSJFP de 10/04/2024 

En este expediente -en el que se recurre la calificación extendida del 
registrador mercantil que suspende la inscripción de determinados actos 
sociales, relativos a una S.L.- la cuestión que late de fondo es la relativa a 
qué doctrina tiene la DGSJFP si en el Libro Diario del Registro Mercantil 
consta la presentación de documentos contradictorios entre sí, cuyo 
contenido resulta absolutamente incompatible.

En estos casos, la regla general - según la DGSJFP- es que, en su función 
calificadora, los registradores mercantiles han de tener en cuenta el 
principio de prioridad, lo que les obliga a tomar en consideración, junto 
con el título que es objeto de la misma, los asientos del Registro 
existentes al tiempo de su presentación y, en consecuencia, en cuanto 
tengan asiento de presentación vigente en tal momento, los documentos 
presentados con anterioridad, no los que accedan al Registro después.

No obstante, ante una contradicción insalvable de los títulos 
presentados la DGSJFP también ha afirmado: 

I. El registrador deberá tener en cuenta los documentos inicialmente 
presentados, y también los auténticos y relacionados con éstos, 
aunque fuesen presentados después, para que, al examinarse en 
calificación conjunta todos los documentos pendientes de despacho 
relativos a un mismo sujeto inscribible, pueda lograrse un mayor 
acierto en la calificación y evitar inscripciones inútiles e ineficaces. 

II. Hay que tener presente la especial trascendencia de los 
pronunciamientos registrales con su alcance “erga omnes”, la 
presunción de exactitud y validez del asiento registral y que el 
contenido tabular se halla bajo la salvaguardia de los tribunales 
mientras no se declare judicialmente la inexactitud registral. 

Por ello, y para evitar la desnaturalización del Registro Mercantil, 
el registrador debe suspender la inscripción de sendos (o de 
todos y sus conexos) títulos incompatibles y remitir la cuestión 
relativa a la determinación de cuál sea el auténtico a la decisión 
de juez competente, cuya función el registrador no puede suplir en 
un procedimiento, como es el registral, sin la necesaria contradicción 
y la admisión de prueba plena como ha de tener lugar en el ordinario 
declarativo en que se ventile la contienda.

Este criterio es también el seguido en la STS 561/2022, de 12 de julio: 

“Aunque sea excepcional, el registrador, al realizar la calificación, 
puede tener en cuenta circunstancias o hechos ciertos, de los que 
tenga constancia registral, aunque no consten en virtud de 
documentos presentados en el Libro Diario por no ser títulos 
susceptibles de inscripción u otra operación registral o que hayan 
sido presentados después del documento objeto de calificación, de 
cuya autenticidad no quepa duda y que estén relacionados con el 
documento cuya inscripción se solicita, a fin de evitar la práctica de 
asientos ineficaces y en aplicación del principio de legalidad”.

Dirección General de 
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Ámbito legal (cont.)
En el caso controvertido, la situación que se produce es la aplicación del 
principio de legalidad y la obligación de llevar a cabo una calificación 
conjunta (art. 258 LH), que impone denegar la práctica del asiento 
solicitado cuando constan presentados dos documentos de contenido 
contradictorio e incompatible entre sí, y de los que no puede predicarse 
simultáneamente su validez, pero que, por estar ambos autorizados por 
notario, se ven protegidos por las mismas presunciones legales (arts. 1218 
del Código Civil y 17 bis de la Ley del Notariado). 

La determinación de cuál de los dos documentos debe prevalecer y 
servir de título para la práctica de un asiento en el Registro es 
competencia de los tribunales de Justicia.

Por todo lo expuesto, la DGSJFP desestima el recurso y confirma la nota de 
calificación del registrador.

La DGSJFP suspende la inscripción de una escritura de un complejo 
inmobiliario, al existir una incongruencia entre la situación que consta 
registralmente, la autorización de construcción y la propia escritura.

Resolución de la DGSJFP de 20/03/2024 

Se plantea en este recurso si procede la inscripción de una escritura por la 
que sobre una finca registral se constituye un complejo inmobiliario privado 
del que resultan 6 fincas independientes destinadas a la construcción de 
viviendas unifamiliares y piscina y otra finca destinada a elemento común.

Se incorpora licencia urbanística municipal para la construcción de seis 
viviendas unifamiliares con piscina en régimen de completo condominio y, de 
acuerdo con el art. 26.6 del TR de la Ley del Suelo de 2015 se autoriza la 
constitución del citado complejo inmobiliario sobre la parcela.

La registradora califica negativamente por entender que la configuración 
jurídica contenida en la escritura bajo la figura del complejo inmobiliario 
constituye una parcelación porque se crean fincas que tienen una autonomía 
tal que les permite ser consideradas como objetos jurídicos nuevos y 
absolutamente independientes entre sí, por lo que no resulta conforme a la 
autorización administrativa que establece la indivisibilidad de la parcela.

Es doctrina de la DGSJFP que la licencia municipal, o la declaración de 
innecesariedad de la misma, cumple una función de acreditación de la 
legalidad administrativa y urbanística vigente. Siendo la segregación una 
modificación de la finca, rigurosamente registral, deberá acomodarse la 
inscripción a la preceptiva licencia sin que ni el registrador ni el notario 
puedan modificar los términos de su obtención. 

Para la DGSJFP el problema es que existe una incongruencia que resulta 
incompatible con las exigencias de claridad y determinación de las 
situaciones jurídico-reales que pretenden tener acceso al Registro de la 
Propiedad, dado que éste se encuentra sometido a normas estructurales 
(normas imperativas) reguladoras del estatuto jurídico de los bienes.

Por lo expuesto, la DGSJFP desestima el recurso y confirma la calificación 
de la registradora, al existir una incongruencia derivada de la situación de 
parcela indivisible que consta registralmente, la categoría por la que se 
autoriza la construcción y el contenido de la escritura por la que se constituye 
el complejo inmobiliario para la construcción de viviendas en seis parcelas 
independientes. 

Tal incongruencia debe ser aclarada de forma indubitada por parte de la 
Administración urbanística competente.

Registro Mercantil 

Registro de la Propiedad
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Ámbito legal (cont.)
La venta de una finca por una sociedad en concurso, conforme al plan de 
liquidación, sólo podrá anotarse de modo preventivo -no inscribirse-, al 
no constar la firmeza del auto aprobatorio del plan de liquidación.

Resolución de la DGSJFP de 19/03/2024  

En este expediente, relativo a la venta de una finca registral en la que la 
sociedad vendedora se encuentra en concurso de acreedores, en fase de 
liquidación, y la venta se realiza conforme al plan de liquidación, se debate si 
es posible acceder a la práctica de una inscripción o si, por el contrario, en 
estos casos, sólo puede tomarse anotación preventiva.

Se puntualiza que el plan de liquidación fue aprobado por un auto 
judicial del que no consta su firmeza.

Respecto de la necesidad de acreditar la autenticidad y firmeza de las 
resoluciones judiciales, con carácter general y conforme al art. 555 del texto 
refundido de la Ley Concursal, en el mandamiento que incorpore la 
resolución judicial se deberá consignar si es, o no, firme:

- si no es firme, deberá motivarse un asiento de anotación preventiva
que estará sujeto al plazo general de caducidad de 4 años, sin 
perjuicio de la posibilidad de prórrogas sucesivas por períodos de 4 
años; y

- si es firme, deberá motivarse un asiento definitivo de inscripción o 
cancelación, lo que es plenamente concorde con el régimen general 
del art. 524.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

La DGSJFP desestima el recurso y confirma la calificación impugnada, 
puesto que el testimonio del auto de aprobación del plan de liquidación 
concursal de la sociedad vendedora no acredita su firmeza.

La DGSJFP se pronuncia acerca de la documentación que hay que 
presentar en la declaración de herederos, a los efectos de poder
inscribir una escritura de aceptación, partición y adjudicación de 
herencias.

Resolución de la DGSJFP de 19/03/2024

Se decide en este caso si es, o no, inscribible una escritura de aceptación, 
partición y adjudicación de herencias, en la que uno de los causantes falleció 
intestado. 

La DGSJFP parte de la distinción, en la sucesión testamentaria entre el 
título material, que es la voluntad del causante, que es la primera ley en la 
sucesión con respeto a las legítimas y a las normas imperativas de derecho 
sucesorio; y el título formal, que es el propio testamento. 

Cuando procede la apertura de la sucesión intestada (ex art. 912 del 
Código Civil), el título material es la Ley y el título formal en el que debe 
plasmarse es el acta de notoriedad para la declaración de herederos ab 
intestato.

Desde el punto de vista formal, en el ámbito de la sucesión intestada, cabe la 
constatación documental de los particulares del documento necesarios 
para la calificación e inscripción mediante su acompañamiento a la 
escritura, o bien mediante una transcripción total o parcial del documento o 
bien mediante un testimonio en relación, de manera que basta con que el 
notario haga constar los particulares del documento que sean básicos para 
que el registrador pueda ejercer su función.

Registro de la Propiedad
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Ámbito legal (cont.)
Señala la DGSJFP que, en el caso, el notario autorizante asevera que 
deberían acompañarse a la escritura copias de las actas de declaración de 
herederos. Y esta aseveración, unida al hecho de que el notario autorizante 
de la escritura de herencia no hace transcripción, total o parcial, ni tampoco 
hace un testimonio en relación de los particulares de dichas actas necesarios 
para la calificación e inscripción, implica que sea necesario presentar copia 
autorizada del acta de declaración de herederos a que se refiere el 
registrador.

A tal efecto no es suficiente que se aporte una copia simple del acta, 
pues las copias simples no tienen los efectos de las copias autorizadas
(arts. 224, 233 y 234 del Reglamento Notarial y 17 de la Ley del Notariado) y, 
por tanto, no reúnen los requisitos necesarios para ser considerados 
títulos inscribibles conforme a los arts. 3 de la Ley Hipotecaria y 33 de su 
Reglamento, en los que se consagra el principio de documentación 
auténtica para que los títulos puedan acceder al Registro.

La DGSJFP desestima el recurso interpuesto y confirma la nota de 
calificación del registrador.

Registro de la Propiedad
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Abreviaturas
AEAT Agencia Estatal de la Administración Tributaria
AN Audiencia Nacional
AP Audiencias Provinciales
CC Código Civil, de 24 de julio de 1889
CCom Código de Comercio, aprobado por el Real Decreto de 22 de agosto de 1885
CE Constitución Española, de 6 de diciembre de 1978
DGRN Dirección General de los Registros y del Notariado
DGSJFP Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
DGT Dirección General de Tributos
ET Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 

octubre
IAE Impuesto sobre Actividades Económicas
IBI Impuesto sobre Bienes Inmuebles
IIAA Impuestos Autonómicos
IIEE Impuestos Especiales
IILL Impuestos Locales
IIVTNU Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana
IP Impuesto sobre el Patrimonio
IRNR Impuesto sobre la Renta de No Residentes
IRPF Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
IS Impuesto sobre Sociedades
ISD Impuesto sobre Sucesiones Donaciones
ITP y AJD Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados
IVA Impuesto sobre el Valor Añadido
JPI Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
LC Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal
LEC Ley 1/2000, de 7 enero, de Enjuiciamiento Civil
LGT Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria
LH Ley Hipotecaria, aprobada por el Decreto de 8 febrero 1946
LIIEE Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales
LIP Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio
LIRPF Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
LIS Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades
LISD Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones
LIVA Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido
LJCA Ley 29/1998, de 13 julio, Jurisdicción Contencioso-Administrativa
LOPJ Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
LRJS Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social
LSC Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio
OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
RIIEE Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio
RIRPF Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo

RIRNR Reglamento del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por el Real Decreto 1776/2004, de 30 de julio
RIS Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio
RISD Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que aprueba el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre

RITP y AJD Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto 828/1995, de 29 de mayo

RIVA Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre
RRM
TC

Reglamento del Registro Mercantil
Tribunal Constitucional

TEAC Tribunal Económico-Administrativo Central
TEAR Tribunal Económico-Administrativo Regional
TEDH Tribunal Europeo de Derechos Humanos
TFUE Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, firmado en Roma el 25 de marzo de 1957
TGUE Tribunal General de la Unión Europea
TJUE Tribunal de Justicia de la Unión Europea
TRLGSS Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 

octubre
TRLHL Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 

marzo
TRLIRNR Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, 

de 5 de marzo
TRLITP y AJD Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por 

el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre
TS Tribunal Supremo
TSJ Tribunales Superiores de Justicia
UE Unión Europea
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Ámbito fiscal 
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